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Ciudad de México, a treinta de junio de dos mil veinticinco.- 

Estando debidamente integrada la Sala Especializada en materia del Juicio de 

Resolución Exclusiva de Fondo del Tribunal Federal de Justicia Administrativa: por 

el Magistrado FRANCISCO JAVIER MARÍN SARABIA, Titular de la Primera 

Ponencia; el Magistrado AXEEL MIGUEL ARANA CASTAÑOS, Titular de la 

Segunda Ponencia e Instructor en este juicio; así como la Licenciada MARÍA 

MAGDALENA DÍAZ ZAVALA, en suplencia por ausencia del Magistrado Titular de 

la Tercera Ponencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 48, segundo 

párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y en 

términos de los numerales Primero y Segundo, del Acuerdo G/JGA/16/2025 de fecha 

20 de mayo de 2025, dictado por la Junta de Gobierno y Administración de este 

Tribunal, quien funge además como Presidenta de la Sala; ante el Secretario de 

Acuerdos, Licenciado ISRAEL ROBERTO SÁNCHEZ GÓMEZ, que actúa y da fe, 

por lo que VISTOS los autos del juicio al rubro citado con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 49, 50 y 58-26, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se dicta la siguiente sentencia definitiva. 

 

R E S U L T A N D O S 

 
1.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de la Sala 

Especializada en materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa el 04 de febrero de 2025, el C. ****** ******* **** 

*******, compareció a demandar la nulidad de la resolución contenida en el oficio 

número ********************* de fecha ** ** ***** ** ****, emitida por la C. 

Subadministradora Desconcentrada Jurídica de la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Veracruz “1” adscrita a la Administración General Jurídica del Servicio de 

Administración Tributaria, mediante la cual se resuelve el recurso de revocación 

************* y sus acumulados ************* * *************, interpuesto por el actor en 

el sentido de confirmar la diversa resolución contenida en el oficio número 

*************************** de fecha ** ** ****** ** ****, emitida por el C. Administrador 
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Desconcentrado de Auditoría Fiscal de Veracruz “2” de la Administración General de 

Auditoría Fiscal Federal del citado órgano desconcentrado. 

 

A través de la cual se determina un crédito fiscal a cargo del actor, en 

cantidad total de $107´393,510.14 (ciento siete millones trescientos noventa y tres 

mil quinientos diez pesos 14/100 M.N.), por concepto de Impuesto Sobre la Renta e 

Impuesto al Valor Agregado omitidos actualizados, recargos y multas, por el periodo 

comprendido del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017. 

 
2.- Acto seguido, mediante proveído de 06 de marzo de 2025, se 

admitió a trámite la demanda de nulidad, ordenándose emplazar a la autoridad 

demandada para que dentro del término de ley formulara su contestación respectiva; 

así como también, respecto de la prueba ofrecida por el actor consistente en el 

dictamen pericial en materia de contabilidad a cargo de la C.P. ******** ********** 

*******, se requirió a la parte actora para que en el término de cinco días exhibiera 

el dictamen respectivo, con las copias suficientes para traslado a las partes, con el 

apercibimiento de que en caso de no hacerlo se tendría por no ofrecida la prueba de 

mérito; y en el mismo término, presentara por su conducto a dicha perito ante el 

Secretario de Acuerdos adscrito a esta Sala y Ponencia, a ratificar su dictamen, con 

el apercibimiento de que en caso de incumplimiento, el mismo se tendría por exhibido 

como prueba imperfecta. 

 
3.- A continuación, mediante escrito presentado en la Oficialía de 

Partes de esta Sala Especializada en materia del Juicio de Resolución Exclusiva de 

Fondo de este Tribunal el 26 de marzo de 2025, la parte actora en cumplimiento al 

requerimiento formulado en el acuerdo descrito en el resultando inmediato anterior 

(2.), exhibió su dictamen pericial en materia de contabilidad rendido por su perito la 

C.P. ******** ********** *******, en relación con la prueba pericial en materia de 

contabilidad. 

 
4.- Enseguida, mediante acta de comparecencia de fecha 26 de marzo 

de 2025, se hizo constar que se presentó en el local de esta Sala, la Licenciada en 

Contaduría Pública ******** ********** *******, designada como perito del actor en 

materia de contabilidad, a ratificar su dictamen. 

 
5.- Luego, mediante acuerdo de fecha 26 de marzo de 2025, el 

Magistrado Instructor dio cuenta con el escrito presentado el día 26 de marzo de 

2026, así como con el acta de comparecencia de la misma fecha, (detallados en los 

resultandos 3. y 4.), por lo que tuvo por cumplimentado el requerimiento formulado 

en el acuerdo de 06 de marzo de 2025, detallado en el resultando anterior (2.), y por 
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rendido y ratificado el dictamen pericial en materia de contabilidad, con motivo de lo 

anterior, se dejó sin efectos el apercibimiento decretado en dicho proveído y se 

admitió la prueba pericial en materia de contabilidad; en consecuencia, se ordenó 

correr traslado con copia del dictamen rendido por el perito del actor a la autoridad 

demandada, para que a más tardar al momento de formular su contestación a la 

demanda, exhibiera su dictamen respectivo, con el apercibimiento de que en caso 

de no hacerlo únicamente se consideraría lo manifestado por el perito de la parte 

actora; y en el mismo término, presentara por su conducto a dicho perito ante el 

Secretario de Acuerdos adscrito a esta Sala y Ponencia, a ratificar su dictamen, con 

el apercibimiento de que en caso de incumplimiento, el mismo se tendría por exhibido 

como prueba imperfecta. 

 
6.- Después, por oficio ingresado en la Oficialía de Partes de la Sala 

Especializada en materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo de este 

Tribunal el 09 de mayo de 2025, la autoridad demandada formuló su contestación a 

la demanda, en la que sostuvo la legalidad de la resolución impugnada, así como de 

la originalmente recurrida controvirtió los conceptos de anulación del actor y ofreció 

las pruebas que estimó oportunas, así como también, en cumplimiento al 

requerimiento formulado en el acuerdo de 26 de marzo de 2025, descrito en el 

resultando que antecede (5.), exhibió su dictamen pericial en materia de contabilidad 

rendido por su perito el C.P. ***** ****** ******** *****, en relación con la prueba 

pericial en materia de contabilidad. 

 
7.- Luego, por acuerdo de 12 de mayo de 2025, se tuvo por contestada 

la demanda, así como también se citó a las partes para comparecer a la audiencia 

de fijación de litis a que se refiere el artículo 58-22 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo a manifestar lo que a su derecho 

conviniera; lo que aconteció el día 04 de junio de 2025, levantándose el acta relativa 

a dicha audiencia. 

 
Sin embargo, si bien es cierto el Magistrado Instructor tuvo por 

cumplimentado el requerimiento formulado en el diverso acuerdo de 26 de marzo de 

2025, descrito en el resultando 5., relativo a tener por exhibido el dictamen pericial 

en materia de contabilidad, en consecuencia, dejó sin efectos el apercibimiento 

decretado en dicho proveído y se tuvo por rendido el dictamen en comento. También 
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es verdad que, el Magistrado Instructor hizo constar que de autos se advertía que a 

esa fecha la autoridad demandada no desahogó el requerimiento respecto a la 

ratificación del dictamen pericial presentado por su perito el C.P. ***** ****** 

******** *****, es decir, la autoridad demandada no compareció con su perito a 

ratificar su dictamen; en consecuencia, el Magistrado instructor hizo efectivo el 

apercibimiento determinado en dicho proveído de fecha 26 de marzo de 2025, 

por lo que el dictamen exhibido por la autoridad demandada se tuvo por admitido 

como prueba imperfecta. 

 
8.- Enseguida, a través del acuerdo de 05 de junio de 2025, entre otras 

cuestiones, visto el estado procesal del juicio y advirtiéndose que no existía ninguna 

cuestión pendiente por resolver, ni pruebas que faltarán por desahogar, y toda vez 

que el Magistrado Instructor no considera necesario el desahogo de la audiencia 

especial de peritos prevista en el segundo párrafo, del artículo 58-25, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con la prueba 

pericial en materia de contabilidad, porque el dictamen de la autoridad demandada 

no fue ratificado, por lo que se admitió como prueba imperfecta, además de que 

respecto del dictamen pericial desahogado por la parte actora, no existían dudas ni 

cuestionamientos en relación con las respuestas dadas por el perito de la parte 

actora, con fundamento en lo dispuesto en el último párrafo del artículo 58-22, en 

relación con el diverso 47, ambos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se concedió a las partes el plazo legal para que formularan sus 

alegatos por escrito, por lo que una vez concluido dicho plazo, quedando 

debidamente integrados los autos, se procede a dictar sentencia definitiva. 

 
9.- Por último, es importante destacar que con fecha 23 de junio de 

2025, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58-23 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo se llevó a cabo audiencia privada ante el 

Magistrado Instructor, en la que se levantó el acta relativa a dicha audiencia. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 
PRIMERO.- Esta Sala Especializada en materia del Juicio de 

Resolución Exclusiva de Fondo es plenamente competente para conocer del 

presente asunto, con fundamento en los artículos 3, fracciones II y XIII, 28, primer 

párrafo, fracción III, 29 y 30, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, en relación con los diversos 9, fracción III y 50, primer párrafo, 

fracción VI, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
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SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada se encuentra 

debidamente acreditada en autos, con la exhibición que de ella realiza la actora y 

que hace prueba plena de conformidad con los artículos 129 y 202, del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, así como con el 

reconocimiento expreso que hace la autoridad en su contestación a la demanda, en 

términos del artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo. 

 
TERCERO.- Cabe señalar en este punto, que en el juicio contencioso 

administrativo que nos ocupa, el acto combatido lo constituye la resolución contenida 

en el oficio número ********************* de fecha ** ** ***** ** ****, emitida por la C. 

Subadministradora Desconcentrada Jurídica de la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Veracruz “1” adscrita a la Administración General Jurídica del Servicio de 

Administración Tributaria, mediante la cual se resuelve el recurso de revocación 

************* y sus acumulados ************* * *************, interpuesto por el actor en 

el sentido de confirmar la diversa resolución contenida en el oficio número 

*************************** de fecha ** ** ****** ** ****, emitida por el C. Administrador 

Desconcentrado de Auditoría Fiscal de Veracruz “2” de la Administración General de 

Auditoría Fiscal Federal del citado órgano desconcentrado, a través de la cual se 

determina un crédito fiscal a cargo del actor, en cantidad total de $107´393,510.14 

(ciento siete millones trescientos noventa y tres mil quinientos diez pesos 14/100 

M.N.), por concepto de Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado 

omitidos actualizados, recargos y multas, por el periodo comprendido del 01 de enero 

al 31 de diciembre de 2017; esto es, la primera resolución citada es una 

resolución recaída a un recurso administrativo promovido por la actora. 

 
Por tanto, en términos del artículo 1, segundo párrafo, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, cuando una resolución 

recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés jurídico del recurrente y 

éste la controvierta, se entenderá que impugna simultáneamente la resolución 

recurrida, en la parte que continua afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de 

impugnación en contra de ella, no planteados en el recurso e inclusive reiterar los 

realizados en la instancia administrativa. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio jurisprudencial VI-J-2aS-6, 
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aprobado por la Segunda Sección de la Sala Superior del entonces denominado 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, publicada en la Revista de este 

Tribunal, Sexta Época, Año I, número 11, en noviembre de 2008, página 78, de rubro 

y texto siguiente: 

 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA 
CONTENIDO EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE 
ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN 
RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL.- 
Conforme a lo dispuesto en los artículos 1°, segundo párrafo, y 50, penúltimo párrafo, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 1° de diciembre de 2005, en vigor a partir del 1° de 
enero del 2006, en el juicio contencioso administrativo se atiende a un principio de 
“litis abierta”, conforme al cual, en la sentencia que dicte el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa cuando se impugne la resolución recaída a un recurso 
administrativo, se deben resolver, no sólo los agravios encaminados a controvertir la 
legalidad de la resolución impugnada, sino que además se deberán resolver los que 
controviertan la recurrida, debiéndose analizar los nuevos argumentos planteados, 
que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los 
dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que 
reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la 
resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o 
reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación 
propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la 
resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del 
actor, por lo que este Tribunal está obligado a estudiarlos. 

 
CUARTO.- Es importante destacar en este punto que si bien es cierto 

las causas de improcedencia y sobreseimiento del juicio constituyen una cuestión de 

estudio preferente y de orden público, y procede su análisis de oficio, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 8, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo en relación con la jurisprudencia 814, de aplicación por 

analogía, visible en la página 553 del Tomo VI, Materia Común del Apéndice del 

Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, que señala: 

 
“IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICO DE AMPARO. Las causales de 
improcedencia del juicio de amparo, por ser de orden público deben estudiarse 
previamente, aleguen o no las partes, cualquiera que sea la instancia”.   

 
También lo es que en el presente juicio no fue planteada por las partes 

ninguna causa de improcedencia y sobreseimiento, además de que esta Sala no 

advierte de oficio algún impedimento para poder estudiar el fondo del asunto, esto 

es, no existe ninguna imposibilidad jurídica para que se estudie el problema 

planteado ante esta juzgadora. 

 
QUINTO.- Esta Sala procede al estudio del asunto que nos ocupa, así 

como al análisis y resolución de los agravios planteados por la actora en contra del 

acto que en este juicio tiene el carácter de impugnado, así como del originalmente 

recurrido, para lo cual se estima conveniente señalar en este punto, que resulta 

innecesario transcribir los conceptos de impugnación hechos valer por ella en su 
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demanda, habida cuenta que la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, no prevé como obligación dicha transcripción para cumplir con los 

requisitos de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando 

se resuelve la cuestión efectivamente planteada, derivada de la demanda de 

nulidad, pues a éstos se les estudiará y dará respuesta. 

 
Al respecto, por analogía, sirve como apoyo a lo anterior, la 

jurisprudencia 2a./J. 58/2010, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo 2010, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Registro 164618, de rubro y texto siguiente: 

 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 
DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De 
las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en 
general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que 
transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los 
principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se 
satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de 
amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual 
debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o 
constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir 
aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para 
hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 
atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer 
los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad 
o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 

 
Asimismo, cabe destacar que los argumentos de anulación se 

analizarán, en atención a los hechos y los puntos debatidos, y sus planteamientos 

torales, sin necesidad de atenderlos renglón por renglón, ni en el orden en que 

se propusieron, según lo establece el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo; lo que no implica inobservar su derecho 

de defensa y los principios de exhaustividad y congruencia de los fallos consagrados 

en el artículo 17 constitucional, dado que como se adelantó, éstos se cumplen al 

estudiarse en su integridad la cuestión efectivamente planteada. 

 
Lo anterior tiene sustento en la tesis aislada 1a. CVIII/2007, emitida por 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en la página 

793, del Tomo XXV, mayo de 2007, Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación, con Registro digital 172517, de rubro y texto siguientes: 
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GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA COMPLETA TUTELADA EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. SUS ALCANCES. El derecho fundamental contenido en el referido 
precepto constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los tribunales de 
administrar justicia de manera completa, en atención a los cuestionamientos 
planteados en los asuntos sometidos a su consideración, analizando y 
pronunciándose respecto de cada punto litigioso, sin que ello signifique que tengan 
que seguir el orden expuesto por las partes o que deban contestar argumentos 
repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las controversias están en aptitud 
de precisar las cuestiones a resolver, lo que puede o no coincidir con la forma o 
numeración adoptada en los respectivos planteamientos, y aunque no pueden alterar 
los hechos ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso deben definirlos, como cuando 
la redacción de los escritos de las partes es oscura, deficiente, equívoca o repetitiva. 
Esto es, los principios de exhaustividad y congruencia de los fallos judiciales no 
pueden llegar al extremo de obligar al juzgador a responder todas las proposiciones, 
una por una, aun cuando fueran repetitivas, ya que ello iría en demérito de otras 
subgarantías tuteladas por el referido precepto constitucional -como las de prontitud 
y expeditez- y del estudio y reflexión de otros asuntos donde los planteamientos 
exigen la máxima atención y acuciosidad judicial, pues la garantía a la impartición de 
justicia completa se refiere únicamente a que los aspectos debatidos se resuelvan en 
su integridad, de manera que sólo deben examinarse y solucionarse las cuestiones 
controvertidas que sean necesarias para emitir la decisión correspondiente. 

 
SEXTO.- Esta Sala, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 50, 

tercer párrafo1, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

procede al análisis conjunto de los conceptos de impugnación planteados por la 

actora en su escrito inicial de demanda, identificados como PRIMERO, SEGUNDO, 

CUARTO, QUINTO, SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO y DÉCIMO (no hay 

TERCERO), mismos que reitera en sus alegatos, por encontrarse estrechamente 

vinculados entre sí, extrayendo de ellos los argumentos esenciales, dada su 

repetitiva abundancia; en los que manifiesta lo siguiente: 

 
Argumenta que la resolución impugnada es ilegal, toda vez que la 

autoridad demandada no realizó el estudio de todos y cada uno de los agravios 

planteados en el recurso, así como tampoco, valoró todas y cada una de las pruebas 

ofrecidas en esa instancia, ni tomó en consideración las diversas jurisprudencias y 

tesis citadas en su recurso para acreditar la ilegalidad del crédito fiscal, 

contraviniendo en su perjuicio lo dispuesto en los artículos 123, 130 y 132, del Código 

Fiscal de la Federación. 

 
Añade que también resulta ilegal el hecho de que la autoridad 

demandada no haya admitido a trámite, ni haya valorado el dictamen pericial en 

contabilidad ofrecido en la instancia del recurso de revocación. 

 

 
1 “Artículo 50.- … 
 
Las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que se consideren 
violados y examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así como los demás 
razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar 
los hechos expuestos en la demanda y en la contestación. 
…” 
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Señala que la resolución originalmente recurrida es ilegal, al rechazar 

el valor probatorio de los contratos de mutuo con fecha cierta, estados de cuenta 

bancarios, recibos y documentación comprobatoria con la que acredita que durante 

el ejercicio fiscal de 2017, obtuvo depósitos en sus cuentas bancarias por concepto 

de préstamo, deposito y devolución de depósito, que se encuentran debidamente 

documentados, por lo que no deben ser considerados como ingresos, ni valor de 

actos o actividades omitidos, para efectos de la determinación del Impuesto Sobre la 

Renta e Impuesto al Valor Agregado.  

 
Sostiene que la resolución originalmente recurrida es ilegal, en virtud 

de que existe una incorrecta interpretación y aplicación por parte de la autoridad 

fiscalizadora de los artículos 59, primer párrafo, fracción III, párrafo primero, del 

Código Fiscal de la Federación, en relación con los artículos 1, primer párrafo, 

fracción I, 90 primer párrafo, 141, primer párrafo y 150, primer y tercer párrafos de la 

Ley del Impuesto Sobre la Renta, en virtud de que se demostró que en la especie los 

depósitos se encuentran plenamente identificados y registrados en contabilidad y 

derivan de: 

 
a) Contrato de depósito que celebró el 10 de enero de 2017 con ****** 

******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38 (seis millones ciento veintisiete 

mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.); b) Contrato de depósito que 

celebró el 10 de febrero de 2017 con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de 

$26´340,000.00 (veintiséis millones trescientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.); c) 

Contrato de depósito en garantía que celebró el 01 de junio de 2017 con **** ******* 

**** ******* por la cantidad de $18´000,000.00 (dieciocho millones de pesos 00/100 

M.N.); d) Contrato de depósito en garantía que celebró el 06 de enero de 2017 con 

******* ******* ******* por la cantidad de $33´157,062.88 (treinta y tres millones ciento 

cincuenta y siete mil sesenta y dos pesos 88/100 M.N.); e) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 05 de abril de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad de 

$250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.); f) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 28 de febrero de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad 

de $104,000.00 (ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.); y g) Devolución de la cantidad 

de $1,928,520.00 (un millón novecientos veintiocho mil quinientos veinte pesos 

00/100 M.N.), realizada el día 26 de mayo de 2017 por ******** ************** ** 

********** **** ** **** 
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Agrega que es ilegal la determinación de “ingresos omitidos”, por la 

cantidad de $69,692,951.50, para efectos del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto 

al Valor Agregado por el ejercicio fiscal de 2017, por los depósitos recibidos en sus 

cuentas bancarias, en virtud de que se está dando el tratamiento de ingresos a las 

cantidades que percibió con motivo de los contratos de depósitos, depósitos en 

garantía, mutuo sin interés, los cuales cuentan con documentación comprobatoria 

que acreditan plenamente su origen. 

 
Además, refiere que la autoridad fiscalizadora motiva indebidamente la 

falta de materialidad de las operaciones sin que ninguno de los numérales citados le 

faculte expresamente para cuestionar la materialidad de los depósitos. 

 
Precisa que la autoridad fiscalizadora ilegalmente sostiene que las 

pruebas aportadas carecen de valor probatorio por tratarse de documentos privados; 

sin embargo, de los documentos exhibidos ante ella se desprende que los mismos 

cumplen con los requisitos y formalidades mínimos establecidos en la ley, e incluso, 

cuentan con certificación notarial que les otorga la fecha cierta de su realización y 

que las obligaciones asumidas por los contratantes se generaron en la fecha que se 

encuentra asentada en los mismos. 

 
Aduce que la autoridad fiscalizadora ilegalmente sostiene que no se 

acredita la (materialidad) de “préstamos”, cuando es claro que no todas las 

operaciones fueron prestamos, sino que se tratan de contratos de depósitos en 

garantía y depósitos.  

 
Adicionalmente argumenta que la resolución originalmente recurrida es 

ilegal, en virtud de que existe una incorrecta interpretación y aplicación por parte de 

la autoridad fiscalizadora de los artículos 1º, primer párrafo, fracción III, segundo, 

tercer y cuarto párrafos, 5-D, primero y segundo párrafos, 19, primer párrafo y 22, 

primer párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, además de que en torno a 

la forma en que se apreciaron los hechos u omisiones revisados, la autoridad lo 

realizó de forma incorrecta, en virtud de que rechaza la corrección fiscal presentada 

por él, porque supuestamente la corrección no se realizó en los términos correctos, 

sin que la autoridad especificara cuáles son los términos correctos. 

 
Sin embargo, expresa que demostró que se corrigió correctamente, en 

la substanciación del procedimiento de acuerdos conclusivos presentando 

declaraciones complementarias por corrección fiscal en corrección fiscal en materia 

del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado con fecha de pago el día 

11 de abril de 2024, lo que realizó previo a la notificación de la resolución 
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originalmente recurrida, es decir, su corrección fiscal consistió en la presentación de 

declaraciones complementarias y pago de los impuestos respectivos por corrección 

fiscal en materia del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, por 

depósitos no identificados anteriormente, las cuales se declararon bajo el régimen 

“de los demás ingresos”. 

 
Además, indica que la autoridad fiscalizadora nunca señaló la supuesta 

forma correcta por la que procedía la corrección, lo cual niega lisa y llanamente, por 

tanto, si él realizó la corrección de buena fe, ejerciendo su derecho antes de la 

emisión y notificación del crédito fiscal, en términos del artículo 2, fracción XIII de la 

Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, es inconcuso que es ilegal que la 

autoridad fiscalizadora rechace la corrección fiscal que se llevó a cabo bajo el 

esquema de “otros ingresos”, máxime que los derechos no están a prueba.  

 
Argumenta que la corrección fiscal no se llevó a cabo vía el régimen de 

arrendamiento como así debió ser, pues los depósitos por los cuales se hizo la 

corrección fiscal de acuerdo con lo señalado por la autoridad fiscalizadora en el 

acuerdo conclusivo, era bajo el rubro de “otros ingresos”, por lo cual, no había razón 

para no considerar esa declaración por corrección fiscal, entonces, debió de 

considerar la misma y aplicar el numeral 16 de la Ley Federal de los Derechos del 

Contribuyente, que prevé el procedimiento para cuando el contribuyente corrige su 

situación fiscal, es decir, era necesario que se implementara el procedimiento 

previsto en dicho numeral lo cual no sucedió. 

 

Por último, agrega que considerar que se requiere mayor información y 

argumentación para acreditar que dichos depósitos no son ingresos omitidos para 

efectos del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, no tiene sustento 

legal, sino que es procedente considerar que únicamente basta la existencia de un 

documento que cumpla con los requisitos legales establecidos en la ley, para 

desvirtuar la determinación presuntiva de ingresos y valor de actos o actividades. 

 

Por su parte, la autoridad demandada reitera los argumentos vertidos 

en la resolución impugnada, así como de la originalmente recurrida, sosteniendo la 

validez y legalidad de estas. 
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A juicio de los Magistrados que suscriben el presente fallo, los 

conceptos de anulación en estudio resultan en una parte INFUNDADOS, y en otra 

parte FUNDADOS PERO INSUFICIENTES para declarar la nulidad de la resolución 

originalmente recurrida y, como consecuencia de ello de la impugnada en este juicio, 

de conformidad con las consideraciones de hecho y de derecho que enseguida se 

exponen. 

 

En primer lugar, esta juzgadora estima conveniente realizar un análisis 

y revisión a la resolución originalmente recurrida, para conocer cuáles son los 

fundamentos y motivos en los que se sustentó la autoridad para emitirla, la cual se 

encuentra visible a fojas 157 a 271 del expediente en que se actúa, misma a la que 

en su carácter de documento público, se le concede valor probatorio pleno, con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 129 y 202, 

de la Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al juicio 

contencioso administrativo, de la que se advierte en lo que a este considerando 

interesa lo siguiente: 

 

“… 
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…” 
 

En suma, atendiendo a las razones expuestas por la autoridad 

fiscalizadora en la resolución originalmente recurrida, se advierte que el argumento 

esencial bajo el cual sustentó su determinación, lo constituye el hecho de que a su 

consideración respecto de los depósitos en cantidad total de $69´692,951.50, 

efectuados en las cuentas bancarias: a) cuenta de cheques número **********, abierta 

en la institución financiera **** ********* ****, en cantidad de $291,065.37; b) cuenta 

de cheques número *** ******* contrato *********, abierta en la institución financiera 

***** ******** ** ******* ***., en cantidad de $41´896,644.15; c) cuenta de cheques 

número *** ****** contrato ** *******, abierta en la institución financiera ***** ******** ** 

******* ***., en cantidad de $27´025,241.98; y d) cuenta de cheques número **** **** 

contrato **********, abierta en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en 
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cantidad de $480,000.00, durante el ejercicio fiscal de 2017, a nombre del actor, no 

logró comprobar el origen y procedencia de los mismos. Por tal motivo, con 

fundamento en el artículo 59, primer párrafo, fracción III, tercer párrafo, del Código 

Fiscal de la Federación los presumió como ingresos omitidos para efectos del 

Impuesto Sobre la Renta. 

 
En relación con lo anterior, sostiene el demandante esencialmente, que 

es ilegal la resolución originalmente recurrida, toda vez que demostró que en la 

especie los depósitos se encuentran plenamente identificados y registrados en 

contabilidad y derivan de: 

 
a) Contrato de depósito que celebró el 10 de enero de 2017 con ****** 

******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38 (seis millones ciento veintisiete 

mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.); b) Contrato de depósito que 

celebró el 10 de febrero de 2017 con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de 

$26´340,000.00 (veintiséis millones trescientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.); c) 

Contrato de depósito en garantía que celebró el 01 de junio de 2017 con **** ******* 

**** ******* por la cantidad de $18´000,000.00 (dieciocho millones de pesos 00/100 

M.N.); d) Contrato de depósito en garantía que celebró el 06 de enero de 2017 con 

******* ******* ******* por la cantidad de $33´157,062.88 (treinta y tres millones ciento 

cincuenta y siete mil sesenta y dos pesos 88/100 M.N.); e) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 05 de abril de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad de 

$250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.); f) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 28 de febrero de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad 

de $104,000.00 (ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.); y g) Devolución de la cantidad 

de $1,928,520.00 (un millón novecientos veintiocho mil quinientos veinte pesos 

00/100 M.N.), realizada el día 26 de mayo de 2017 por ******** ************** ** 

********** **** ** ****; por lo que no se trata de ingresos omitidos para efectos del 

Impuesto Sobre la Renta, ni de valor de actos o actividades para efectos del 

Impuesto al Valor Agregado. 

 
En segundo lugar, es importante señalar que durante la audiencia de 

fijación de litis de fecha 04 de junio de 2025, visible a fojas 804 a 806 de autos, 

desahogada con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58-22 de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, el Magistrado Instructor señaló que 

los puntos litigiosos, en lo que interesa en el presente considerando son los 

siguientes: 

 
“… 
1.- Como único punto de litis, se deberá analizar si la actora desvirtuó o no la 
presunción de ingresos en cantidad total de $69´692,951.50 pesos, por concepto de 
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“D) DE LOS DEMÁS INGRESOS” –visible de la página 83 a 131 de la resolución 
originalmente recurrida (fojas 198 a 222 del expediente en que se actúa)– 
determinada por la autoridad, con fundamento en el artículo 59, fracción III, tercer 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación, para lo cual se debe resolver el siguiente 
punto: 
 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: a) el contrato de depósito que celebró el 12 
de febrero de 2017 con ****** ******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38 (seis 
millones ciento veintisiete mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.); b) el 
contrato de depósito que celebró el 12 de febrero de 2017 con ***** *** ********** **** 
** **** por la cantidad de $26´340,000.00 (veintiséis millones trescientos cuarenta mil 
pesos 00/100 M.N.); c) el contrato de depósito en garantía que celebró el 01 de junio 
de 2017 con **** ******* **** ******* por la cantidad de $18´000,000.00 (dieciocho 
millones de pesos 00/100 M.N.); d) el contrato de depósito en garantía que celebró el 
06 de enero de 2017 con ******* ******* ******* por la cantidad de $33´157,062.88 
(treinta y tres millones ciento cincuenta y siete mil sesenta y dos pesos 88/100 M.N.); 
e) el contrato de muto sin interés que celebró el 05 de abril de 2017 con ******** ***** 
******* por la cantidad de $250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.); 
f) el contrato de muto sin interés que celebró el 28 de febrero de 2017 con ******** 
***** ******* por la cantidad de $104,000.00 (ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.); y 
g) la devolución de la cantidad de $1,928,520.00 (un millón novecientos veintiocho 
mil quinientos veinte pesos 00/100 M.N.), realizada el día 26 de mayo de 2017 por 
******** ************** ** ********** **** ** ****; o sí como lo sostiene la autoridad 
fiscalizadora, el actor no acredita el origen y procedencia de los depósitos 
observados, toda vez que en su mayoría provienen de depósitos en efectivo, por lo 
que no existe manera de vincularlos con dichos contratos. 
 
1.2. Luego, esta Sala deberá resolver si resultaba o no procedente la corrección 
de situación fiscal realizada por el actor, mediante la presentación de 
declaraciones complementarias por corrección fiscal en materia del Impuesto Sobre 
la Renta e Impuesto al Valor Agregado con fecha de pago el día 11 de abril de 2024, 
desde luego, ello deberá ser analizado en los términos en los que realizó dicha 
corrección el actor. 
 
2. Como un elemento dependiente de lo que se resuelva en los puntos de litis 
anteriores, esta Sala deberá pronunciarse respecto de la legalidad de las 
conclusiones de la autoridad, específicamente en cuanto a la determinación del 
Impuesto al Valor Agregado, así como las actualizaciones y los accesorios 
correspondientes. 
…” (sic) 

 
Por tal motivo, atendiendo a las razones expuestas en la resolución 

originalmente recurrida, en relación con el análisis efectuado a los conceptos de 

impugnación planteados por el actor, resumidos al inicio del considerando que nos 

ocupa; con base en los argumentos de defensa formulados por la autoridad en su 

contestación a la misma; así como en lo establecido en la audiencia de fijación de 

litis de fecha 04 de junio de 2025, esta juzgadora considera que la metodología 

que debe seguirse para resolver el presente considerando, es conforme lo siguiente. 
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Para efectos de sustentar la conclusión a la cual habrá de arribar esta 

Sala es importante partir del análisis al contenido de lo dispuesto por el artículo 59, 

primer párrafo, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, vigente para el 

ejercicio fiscal de 2017, cuyo texto y redacción es el siguiente: 

 
“Artículo 59.- Para la comprobación de los ingresos, del valor de los actos, 
actividades o activos por los que se deban pagar contribuciones, así como de la 
actualización de las hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas en las 
disposiciones fiscales, las autoridades fiscales presumirán, salvo prueba en contrario: 
… 
 
III. Que los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente que no correspondan a 
registros de su contabilidad que esté obligado a llevar, son ingresos y valor de actos 
o actividades por los que se deben pagar contribuciones. 
 
Para los efectos de esta fracción, se considera que el contribuyente no registró en su 
contabilidad los depósitos en su cuenta bancaria cuando, estando obligado a llevarla, 
no la presente a la autoridad cuando ésta ejerza sus facultades de comprobación. 
 
También se presumirá que los depósitos que se efectúen en un ejercicio fiscal, cuya 
suma sea superior a $1,414,110.00 en las cuentas bancarias de una persona que no 
está inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes o que no está obligada a llevar 
contabilidad, son ingresos y valor de actos o actividades por los que se deben pagar 
contribuciones. 
 
No se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior cuando, antes de que la autoridad 
inicie el ejercicio de sus facultades de comprobación, el contribuyente informe al 
Servicio de Administración Tributaria de los depósitos realizados, cubriendo todos los 
requisitos que dicho órgano desconcentrado establezca mediante reglas de carácter 
general. 
…” 

 
De la disposición legal transcrita se advierte, que las autoridades 

fiscales presumirán como ingresos, valor de los actos, actividades o activos por 

los que se deban pagar contribuciones, así como de la actualización de las hipótesis 

para la aplicación de las tasas establecidas en las disposiciones fiscales, siempre 

que se actualice alguno de los supuestos establecidos en dicho artículo, entre los 

que se encuentra el supuesto previsto en el párrafo tercero de la fracción III, 

consistente en los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente que se efectúen 

en un ejercicio fiscal, cuya suma sea superior a $1,414,110.00, que no está 

obligada a llevar contabilidad, son ingresos por los que se deben pagar 

contribuciones. 

 
Sin embargo, dicha norma establece en su cuarto párrafo una 

excepción a dicho supuesto cuando antes de que la autoridad inicie el ejercicio de 

sus facultades de comprobación, el contribuyente informe al Servicio de 

Administración Tributaria de los depósitos realizados, cubriendo todos los requisitos 

que dicho órgano desconcentrado establezca mediante reglas de carácter general. 

 
Al respecto, es dable señalar que la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 39/2010, sostuvo lo 

siguiente:  
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– Que el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, 

prevé una estimativa indirecta de ingresos en la cual la autoridad fiscal consideraría 

a los depósitos bancarios no registrados en la contabilidad del contribuyente como 

ingresos por los que se deben pagar contribuciones, de manera que la presunción 

de mérito se encuentra sujeta a una falta de registro en la contabilidad. 

 
– En ese sentido, sostuvo que atendiendo a los principios que norman 

a la contabilidad y en específico al de veracidad y objetividad de la misma, recogidos 

en los artículos 28, fracciones I y II, del Código Fiscal de la Federación y 26, 

fracciones I y VI, de su reglamento, para que la contabilidad constituya un eficaz 

instrumento de análisis económico y fiscal, es requisito necesario que los registros 

contables se encuentren soportados documentalmente.  

 
– Por ese motivo estableció que no basta con un simple registro sin 

apoyo de los documentos correspondientes, pues estimar lo contrario –en el sentido 

de que dicho registro sería un simple número y no un registro contable-, conculcaría 

el fin de la figura en cuestión. 

 
– Por tanto concluyó, que resulta indudable que cuando el artículo 59, 

fracción III, del Código Fiscal de la Federación, señala que los depósitos deben 

encontrarse registrados en la contabilidad a efecto de que no opere la estimativa 

indirecta de ingresos, se refiere asimismo a la documentación comprobatoria, 

pues es parte integrante de los registros y asientos contables de acuerdo a lo 

preceptuado en el Código Fiscal de la Federación, a su reglamento y a los principios 

que norman a la contabilidad. 

 
Dichos razonamientos dieron origen a la jurisprudencia 2a./J. 56/2010, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XXXI, Mayo de 2010, Página 838, Registro 164552, de rubro y texto siguiente:  

 
PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN 
III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL 
REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CONTABILIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA 
DOCUMENTACIÓN CORRESPONDIENTE. De la interpretación armónica, literal, 
lógica, sistemática y teleológica del artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la 
Federación, se concluye que la estimativa indirecta de ingresos se actualiza cuando 
el contribuyente no sustenta documentalmente en su contabilidad el registro de los 
depósitos bancarios, pues el registro contable se integra con los documentos que lo 
amparen, conforme al artículo 28, último párrafo, parte final, del Código, por lo cual, 
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no basta el simple registro, ya que volvería nugatoria la presunción de ingresos, toda 
vez que uno de los fines del sistema de las presunciones fiscales en materia de 
contabilidad, consiste en que todos los movimientos o modificaciones en el patrimonio 
del contribuyente se registren debidamente, pues dicha contabilidad es la base de las 
autodeterminaciones fiscales; de esta manera, los registros sustentados con los 
documentos correspondientes contribuyen a que se refleje adecuadamente la 
situación económica del sujeto pasivo en el sistema contable. 

 
Por otra parte, cabe destacar que en los casos de determinación 

presuntiva de ingresos, corresponde al contribuyente la carga de probar que los 

depósitos en sus cuentas bancarias no son ingresos por los que deba pagar 

contribuciones, esto es, debe exhibir el soporte documental que ampare o 

justifique el depósito bancario y del cual se advierta que no se trata de un ingreso 

acumulable. 

 
Sustenta lo anterior, la jurisprudencia VII-J-1aS-76, emitida por la 

Primera Sección de la Sala Superior del entonces denominado Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, publicada en la revista de este Órgano Jurisdiccional, 

Séptima Época, Año III, No. 26, Septiembre 2013, página 18, de rubro y texto 

siguiente: 

 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. CORRESPONDE AL 
CONTRIBUYENTE LA CARGA DE PROBAR QUE LOS DEPÓSITOS EN SUS 
CUENTAS BANCARIAS NO SON INGRESOS POR LOS QUE DEBA PAGAR 
CONTRIBUCIONES.- De la interpretación del artículo 59 fracción III, del Código 
Fiscal de la Federación se desprende que para la comprobación de los ingresos las 
autoridades fiscales presumirán, salvo prueba en contrario, que los depósitos en la 
cuenta bancaria del contribuyente que no correspondan a registros de su contabilidad 
que esté obligado a llevar, son ingresos y valor de actos o actividades por los que se 
deben pagar contribuciones; consecuentemente, si la autoridad fiscalizadora durante 
el ejercicio de sus facultades de comprobación, advierte depósitos en las cuentas 
bancarias del contribuyente, que carecen de soporte contable o documental que los 
ampare, corresponde al contribuyente aportar los medios probatorios idóneos para 
acreditar que el origen de los citados depósitos bancarios no genera el pago de 
contribuciones y desvirtuar con ello la presunción de ingresos aplicada por la 
autoridad fiscalizadora. 

 
Como se observa, el artículo 59, fracción III, párrafos tercero y cuarto, 

del Código Fiscal de la Federación vigente para el ejercicio fiscal de 2017, establece, 

en lo que al caso interesa, que para que la autoridad fiscalizadora pueda presumir 

como ingresos los depósitos en la cuenta bancaria del actor, deben cumplirse los 

siguientes supuestos: 

 
1.- Que el contribuyente no se encuentre obligado a llevar contabilidad. 

 
2.- Que la suma de los depósitos que se efectúen en las cuentas 

bancarias del contribuyente durante un ejercicio fiscal sea mayor a $1,414,110.00. 

 
3.- Que la autoridad fiscal haya iniciado facultades de comprobación, 

sin que el contribuyente haya informado previamente de los depósitos realizados, 
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cubriendo todos los requisitos que dicho órgano desconcentrado establezca 

mediante reglas de carácter general. 

 
Luego, en la especie, la autoridad fiscalizadora ubicó al actor en el 

supuesto previsto en el tercer párrafo de la fracción III del artículo 59 del 

Código Fiscal de la Federación, toda vez que determinó que el actor quien no está 

obligado a llevar contabilidad, recibió depósitos bancarios superiores a la cantidad 

de $1,414,110.00, respecto de los cuales no aclaró el origen y procedencia. 

 
Precisado lo anterior, de acuerdo con la problemática propuesta, a 

juicio de esta Sala es evidente que se debe determinar si el actor demuestra el 

origen y procedencia de los depósitos bancarios recibidos durante el ejercicio 

fiscal de 2017, en cantidad total de $69´692,951.50, efectuados en las cuentas 

bancarias: a) cuenta de cheques número **********, abierta en la institución financiera 

**** ********* ****, en cantidad de $291,065.37; b) cuenta de cheques número *** 

******* contrato *********, abierta en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., 

en cantidad de $41´896,644.15; c) cuenta de cheques número *** ****** contrato ** 

*******, abierta en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en cantidad de 

$27´025,241.98; y d) cuenta de cheques número **** **** contrato **********, abierta 

en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en cantidad de $480,000.00, a 

su nombre, cuya integración, fecha de depósito, descripción e importe fueron 

detallados y relacionados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, digitalizados por esta juzgadora de la página 14 a la página 

18 del presente fallo. 

 
En consecuencia, si deben ser o no considerados como ingresos para 

efectos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y como valor de actos o actividades 

gravados por la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 
En esa línea argumentativa, esta Sala procede al análisis y valoración 

de los diversos medios de convicción ofrecidos por el actor en el presente juicio, los 

cuales fueron exhibidos durante el procedimiento fiscalizador (que dio origen a la 

resolución originalmente recurrida), así como en el recurso de revocación (que dio 

origen la resolución impugnada), con los cuales pretende acreditar los extremos de 

su pretensión, esto es, pretende demostrar que los depósitos observados por la 

autoridad no corresponden a ingresos, ni valor de actos o actividades omitidos, lo 
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que se realiza conforme lo propone la parte actora según su escrito de demanda, 

en relación con los puntos de fijación de litis:  

 
– A) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DEL CONTRATO DE 

DEPÓSITO CELEBRADO EL 10 DE ENERO DE 2017 CON ****** ******* **** ******* 

POR LA CANTIDAD DE $6´127,585.38. 

 
“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: a) el contrato de depósito que celebró el 12 
de febrero de 2017 con ****** ******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38 (seis 
millones ciento veintisiete mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.); 
…” (sic) 

 

1. Contrato de depósito de fecha 10 de enero de 2017 celebrado entre 

el actor ****** ******* **** ******* y el C. ****** ******* **** *******, visible a fojas 150 a 

153 del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución 

originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio principal, mismo al que se 

concede valor probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 

46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 

relación con los diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte, que se llevó a cabo la celebración y firma 

de dicho instrumento, y en lo que aquí interesa se estipuló lo siguiente: 

 
“… 

–Véase digitalización en la página siguiente– 
 

 
… 
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... 

 
…” 
 

De la valoración que se realiza a dicho instrumento contractual, a juicio 

de esta Sala se demuestra que el objeto del contrato consistió únicamente en que 

el C. ****** ******* **** ******* en su carácter de depositante, entrega la cantidad de 

$6,127,585.38 al actor en su carácter de depositario, para su guarda, mediante 

transferencias bancarias durante el año 2017. 

 
A cambio, el actor en su carácter de depositario se obligó a conservar 

la cantidad que recibe en depósito y a devolverla cuando el depositante así lo solicite. 

 
Al respecto, cabe destacar el instrumento contractual analizado tiene 

como fecha cierta el día 12 de febrero de 2017, por así advertirse de la certificación 

que de dicho documento realizó el Licenciado ****** ****** ****** *****, Notario Público 

número ** del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, visible al reverso de la foja 150 del 

Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente 

recurrida, que obra como anexo al juicio principal. 
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Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 73, 

Diciembre de 2019, Tomo I, página 466, con Registro digital 2021218, de rubro y 

texto siguiente: 

 
“DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA 
CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación jurídica de la "fecha cierta" 
deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los 
documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar 
para demostrar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación 
que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la 
Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir 
de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no 
lo exija expresamente, pues tal condición emana del valor probatorio que de dichos 
documentos se pretende lograr.” 

 
No obstante lo anterior, es importante mencionar que si bien es cierto 

conforme a la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), el contrato analizado tiene como 

fecha cierta el día 12 de febrero de 2017, también lo es que a juicio de esta Sala 

dicho documento sí tiene valor probatorio, pero indiciario, por lo que deberá ser 

adminiculado con el resto del caudal probatorio, para efectos de verificar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales que aquí nos ocupan. 

 
Dicho de otro modo, al instrumento contractual analizado se le 

concede valor probatorio indiciario al ser documento privado, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 133 y 203 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo, de manera que 

su eficacia probatoria está sujeta a la adminiculación con el resto del caudal 

probatorio. 

 
Ello con independencia de que tenga o no fecha cierta, pues la 

connotación jurídica de la "fecha cierta", de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

161/2019 (10a.), únicamente constituye un requisito exigible respecto de los 

documentos privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 

ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 

de conservar para estar en posibilidad de demostrar la adquisición de un bien o la 

realización de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales, sin 

que el sólo hecho de tener fecha cierta, sea suficiente para que se les otorgue 

eficacia probatoria plena, pues se insiste en que ello debe desprenderse de la 

adminiculación con el resto de las pruebas. 
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2. Recibo de pago suscrito por el actor y el C. ****** ******* **** *******, 

de fecha 16 de diciembre de 2022, visible al reverso de la foja 148 del Tomo I del 

expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente recurrida, que 

obra como anexo al juicio principal, que obra en los autos del presente juicio, mismo 

al que se concede valor probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en relación con los diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso 

administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte lo siguiente:  

 
“… 
 
–Véase digitalización en la página siguiente– 
 

 
…” 
 
De la valoración que se realiza a dicho recibo de pago, a juicio de esta 

Sala se desprende que aparentemente el C. ****** ******* **** *******, hizo constar 

que el día 16 de diciembre de 2022 recibió del actor la cantidad de $4,083,480.33 
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pesos a la cuenta bancaria número ******* de la institución financiera ************ **** 

como finiquito del contrato de depósito celebrado el día 10 de enero de 2017, y que 

acompañan como anexo la relación firmada por ambos en donde se desprende la 

fecha y monto retornado al amparo de dicho contrato.  

 
3. Listado de depósitos realizados a nombre del Sr. ****** ******* **** 

*******, por concepto de devolución del contrato en garantía firmado el día 10 de 

enero de 2017, visible a fojas 148 y 149 del Tomo I del expediente administrativo que 

dio origen a la resolución originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio 

principal, que obra en los autos del presente juicio, mismo al que se concede valor 

probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los 

diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte lo siguiente:  
 
“… 
–Véase digitalización en la página siguiente– 
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…” 
 
De la valoración que se realiza a dicho documento, a juicio de esta Sala 

aparentemente se desprende que el actor realizó diversos pagos al C. ****** ******* 

**** *******, por concepto de devolución por depósito en garantía, desde el año 2017 

y hasta el año 2022, por las cantidades y fechas ahí señaladas, con los siguientes 

montos: para el año 2017 por la cantidad de $298,666.08, para el año 2018 por la 

cantidad de $466,654.20, para el año 2019 por la cantidad de $384,831.09, para el 

año 2020 por la cantidad de $263,434.90, para el año 2021 por la cantidad de 

$367,580.73, y para el año 2022 por la cantidad de $262,935.05, quedando un 

remanente pendiente por la cantidad de $4,083,480.33. 

 
Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza de 

manera integral y en conjunto al contrato de depósito de fecha 10 de enero de 

2017, en relación con el recibo de pago y con el listado de depósitos, y de la 

adminiculación que esta Sala realiza entre los mismos llega a la conclusión de que 

no asiste la razón al actor en el sentido de que los depósitos bancarios 

observados por la autoridad, respecto de la cantidad total de $6´127,585.38 (seis 

millones ciento veintisiete mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.), 

corresponda a depósitos bancarios que derivan del contrato de depósito 

celebrado el 10 de enero de 2017 con el C. ****** ******* **** ******* por la cantidad 

de $6´127,585.38. 

 
Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, la parte actora 

exhibió el contrato de depósito y el recibo de pago, con los cuales aparentemente 

se demuestra el consentimiento de las partes de obligarse a cumplir con las cláusulas 

de dicho instrumento contractual, cuyo objeto consistió únicamente en que el C. ****** 

******* **** ******* en su carácter de depositante, depositaría la cantidad de 

$6,127,585.38 al actor en su carácter de depositario, por concepto de depósito, 

mediante transferencias bancarias durante el año 2017 y a cambio, el actor en su 

carácter de depositario se obligó a conservar la cantidad que recibe en depósito y a 

devolverla cuando el depositante así lo solicite. 

 
También es cierto que con la sola suscripción de dichos instrumentos 

contractuales no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos 

derivados del contrato de depósito, es decir, no se demuestra haber cumplido con 
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la totalidad de lo dispuesto en el artículo 25162 del Código Civil Federal, el cual 

establece que una persona denominada depositario se obliga a recibir una cosa, 

mueble o inmueble por parte de otra identificada como depositante que éste le 

confía, y a guardarla para restituirla cuando la pida el depositante. 

 
En efecto, hasta este punto no se demuestra con alguna 

documentación que, en primer lugar, el actor haya recibido por parte del C. ****** 

******* **** *******, la cantidad total de $6´127,582.38 pesos, es decir, la cuenta 

bancaria del C. ****** ******* **** ******* desde la cual salieron los recursos, y la cuenta 

bancaria del actor de la que se desprenda la fecha en la que fue transferido y 

entregado el depósito, objeto del contrato de depósito celebrado entre dichas 

personas, para que a su vez el actor se encontrara obligado a devolver a aquel dicho 

depósito. Máxime que si bien es cierto se menciona que se realizó una transferencia 

bancaria, lo cierto es que el actor no menciona en dónde están las pruebas de esa 

transferencia. 

 
Además, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

especifique sí recibió un solo depósito por la cantidad de $6´127,582.38 pesos 

o cuáles de todos ellos sumados dan la cantidad de $6´127,582.38 pesos, para 

así poder identificarlos y adminicularlos con el contrato de depósito y el recibo de 

pago; y así demostrar en su caso, que recibió por parte del C. ****** ******* **** *******, 

depósitos efectuados en cumplimiento al contrato de depósito de fecha 10 de enero 

de 2017 celebrado entre el actor y aparentemente aquel. 

 
Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman la cantidad total de $6´127,582.38 pesos, derivados del contrato de 

depósito, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron efectuados por el C. 

****** ******* **** *******, y a qué cuentas bancarias se realizaron. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS CUANDO SE 
REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 59, 
FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De conformidad con lo 

 
2 “Artículo 2516.- El depósito es un contrato por el cual el depositario se obliga hacia el depositante a recibir 

una cosa, mueble o inmueble que aquél le confía, y a guardarla para restituírla cuando la pida el depositante.” 
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establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la materia, el 
actor en el juicio se encuentra obligado a probar los hechos de los que deriva su derecho y el 
demandado de sus excepciones, en ese sentido, si la parte actora impugna la determinación 
presuntiva efectuada por la autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del 
Código Fiscal de la Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas 
bancarias, aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea (como lo sería 
estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se especifique el monto y la 
cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el número de cheque o reporte de 
transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria abierta a su nombre de donde se 
visualice la salida del depósito, origen del importe depositado, entre otras) a efecto de 
demostrar que dichos depósitos y registros contables provienen de un concepto distinto al 
determinado por la autoridad fiscal y adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con 
ello, se verifique el registro de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus 
cuentas y que no se incrementó su patrimonio. 

 
No es óbice a la anterior conclusión, el hecho de que el recibo de pago 

por $4,083,480.33 y el listado de depósitos por $2,044,102.05, den en suma la 

cantidad de $6´127,582.83, la cual pudiera coincidir con la cantidad pactada en el 

contrato de depósito (con una diferencia de 45 centavos); sin embargo, como quedo 

establecido con antelación dichos documentos sólo demuestran que aparentemente 

el actor realizó diversos pagos al C. ****** ******* **** *******, por concepto de 

devolución por depósito en garantía, desde el año 2017 y hasta el año 2022, por la 

cantidad total de $6´127,582.83, más no demuestran, en primer lugar, el origen de 

esos pagos, es decir, que el actor haya recibido por parte del C. ****** ******* **** 

*******, la cantidad de $6´127,582.38 pesos, en razón de que no señala si la recibió 

en efectivo o a una cuenta bancaria, cuál es en su caso la cuenta bancaria en que la 

recibió, y cuál es la cuenta bancaria de aquel de donde salieron los recursos, la fecha 

de la operación, y si fue en una sola exhibición o varios depósitos, de ahí que 

resulten insuficientes para justificar los pagos que el actor realizó a aquel por 

supuesta devolución de depósito en garantía. 

 
En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan del contrato de depósito celebrado el 10 de enero de 2017 

con el C. ****** ******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38, esta Sala arriba 

a la conclusión de que el actor no demostró el origen y procedencia de los 

depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con dicho 

contrato. 
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– B) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DEL CONTRATO DE 

DEPÓSITO CELEBRADO EL 10 DE FEBRERO DE 2017 CON ***** *** ********** 

**** ** **** POR LA CANTIDAD DE $26´340,000.00. 

 
“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: …  b) el contrato de depósito que celebró el 
12 de febrero de 2017 con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de 
$26´340,000.00 (veintiséis millones trescientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.); 
…” (sic) 

 

1. Contrato de depósito de fecha 10 de febrero de 2017 celebrado entre 

el actor ****** ******* **** ******* y ***** *** ********** **** ** ****, visible a fojas 144 a 

147 del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución 

originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio principal, mismo al que se 

concede valor probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 

46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 

relación con los diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte, que se llevó a cabo la celebración y firma 

de dicho instrumento, y en lo que aquí interesa se estipuló lo siguiente: 

 
“… 

 
… 
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…” 
 

De la valoración que se realiza a dicho instrumento contractual, a juicio 

de esta Sala se demuestra que el objeto del contrato consistió únicamente en que 

***** *** ********** **** ** **** en su carácter de depositante, entrega la cantidad de 

$26´340,000.00 al actor en su carácter de depositario, para su guarda, mediante 

transferencias bancarias durante el año 2017. 

 
A cambio, el actor en su carácter de depositario se obligó a conservar 

la cantidad que recibe en depósito y a devolverla cuando el depositante así lo solicite. 
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2. Acta de Asamblea Extraordinaria de Socios de fecha 13 de febrero 

de 2017, visible de la foja 139 a 143 del Tomo I del expediente administrativo que 

dio origen a la resolución originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio 

principal, que obra en los autos del presente juicio, mismo al que se concede valor 

probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los 

diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte lo siguiente:  
 
“… 
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…” 
 
De la valoración que se realiza a dicho documento, a juicio de esta Sala 

únicamente se demuestra que aparentemente el día 25 de enero de 2017 se llevó a 

cabo la notificación personal a los CC. ****** ******* **** ******* y ******* ******* *******, 

en su supuesto carácter de socios, de la sociedad ***** *** ********** **** ** ****, para 

la celebración de una asamblea ordinaria de socios el día 13 de febrero de 2017.  

 
Mientras que del acta de asamblea se advierte que el día 13 de febrero 

de 2017, se llevó a cabo la celebración de una asamblea extraordinaria de socios, 

en cuyo desahogo del punto tres de la orden del día se señaló que los socios por 

decisión unánime acordaron la celebración de contratos de depósitos de la sociedad 

con ellos mismos, por una cuestión de negocio. 

 
Al respecto, cabe destacar que el contrato, así como el acta de 

asamblea analizados tienen como fecha cierta los días 12 de febrero de 2017 y 12 

de abril de 2017, respectivamente, por así advertirse de la certificación que de dichos 

documentos realizó el Licenciado ****** ****** ****** *****, Notario Público número ** 

del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, visibles a fojas 139 y 143 del Tomo I del 

expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente recurrida, que 

obra como anexo al juicio principal. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 73, 

Diciembre de 2019, Tomo I, página 466, con Registro digital 2021218, de rubro y 

texto siguiente: 

 
“DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA 
CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación jurídica de la "fecha cierta" 
deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los 
documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
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personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar 
para demostrar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación 
que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la 
Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir 
de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no 
lo exija expresamente, pues tal condición emana del valor probatorio que de dichos 
documentos se pretende lograr.” 

 
No obstante lo anterior, es importante mencionar que si bien es cierto 

conforme a la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), los documentos privados 

analizados tiene como fecha cierta el día 12 de febrero de 2017 y 12 de abril de 

2017, también lo es que a juicio de esta Sala dichos documentos sí tiene valor 

probatorio, pero indiciario, por lo que deberán ser adminiculados con el resto del 

caudal probatorio, para efectos de verificar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales que aquí nos ocupan. 

 
Dicho de otro modo, a las pruebas analizadas se les concede valor 

probatorio indiciario al ser documentos privados, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 133 y 203 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo, de manera que su 

eficacia probatoria está sujeta a la adminiculación con el resto del caudal 

probatorio. 

 
Ello con independencia de que tengan o no fecha cierta, pues la 

connotación jurídica de la "fecha cierta", de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

161/2019 (10a.), únicamente constituye un requisito exigible respecto de los 

documentos privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 

ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 

de conservar para estar en posibilidad de demostrar la adquisición de un bien o la 

realización de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales, sin 

que el sólo hecho de tener fecha cierta, sea suficiente para que se les otorgue 

eficacia probatoria plena, pues se insiste en que ello debe desprenderse de la 

adminiculación con el resto de las pruebas. 

 

Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza de 

manera integral y en conjunto al contrato de depósito de fecha 10 de febrero de 

2017, en relación con el acta de asamblea de socios de fecha 13 de febrero de 2017, 
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y de la adminiculación que esta Sala realiza entre los mismos llega a la conclusión 

de que no asiste la razón al actor en el sentido de que los depósitos bancarios 

observados por la autoridad, respecto de la cantidad total de $26´340,000.00 

(veintiséis millones trescientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.), corresponda a 

depósitos bancarios que derivan del contrato de depósito celebrado el 10 de 

febrero de 2017 con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de 

$26´340,000.00. 

 
Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, la parte actora 

exhibió el contrato de depósito, con el cual aparentemente se demuestra el 

consentimiento de las partes de obligarse a cumplir con las cláusulas de dicho 

instrumento contractual, cuyo objeto consistió únicamente en que ***** *** ********** 

**** ** **** en su carácter de depositante, depositaría la cantidad de $26´340,000.00 

al actor en su carácter de depositario, por concepto de depósito, mediante 

transferencias bancarias durante el año 2017 y a cambio, el actor en su carácter de 

depositario se obligó a conservar la cantidad que recibe en depósito y a devolverla 

cuando el depositante así lo solicite. 

 
También es cierto que con la sola suscripción de dicho instrumento 

contractual no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos 

derivados del contrato de depósito, es decir, no se demuestra haber cumplido con 

la totalidad de lo dispuesto en el artículo 25163 del Código Civil Federal, el cual 

establece que una persona denominada depositario se obliga a recibir una cosa, 

mueble o inmueble por parte de otra identificada como depositante que éste le 

confía, y a guardarla para restituirla cuando la pida el depositante. 

 
En efecto, hasta este punto no se demuestra con alguna 

documentación que, primer lugar, el actor haya recibido por parte de ***** *** 

********** **** ** ****, la cantidad total de $26´340,000.00 pesos, es decir, la cuenta 

bancaria de la persona moral ***** *** ********** **** ** **** desde la cual salieron los 

recursos, y la cuenta bancaria del actor de la que se desprenda la fecha en la que 

fue transferido y entregado el depósito, objeto del contrato de depósito celebrado 

entre dichas personas, para que a su vez el actor se encontrara obligado a devolver 

a aquella dicho depósito. 

 
Además, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

 
3 Ibidem página 36. 



SALA ESPECIALIZADA EN 
MATERIA DEL JUICIO DE 
RESOLUCIÓN EXCLUSIVA DE 
FONDO. 
 
No. EXPEDIENTE: 43/25-ERF-01-8. 
 
ACTORA: ****** ******* **** ******** 
 

Página 45 de 110 
 

especifique sí recibió un sólo depósito por la cantidad de $26´340,000.00 pesos 

o cuáles de todos ellos sumados dan la cantidad de $26´340,000.00 pesos, para 

así poder identificarlos y adminicularlos con el contrato de depósito; y así demostrar 

en su caso, que recibió por parte de ***** *** ********** **** ** ****, depósitos 

efectuados en cumplimiento al contrato de depósito de fecha 10 de febrero de 2017 

celebrado entre el actor y aparentemente aquella moral. 

 
Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman la cantidad total de $26´340,000.00 pesos, derivados del contrato de 

depósito, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron efectuados por ***** *** 

********** **** ** ***., y a qué cuentas bancarias se realizaron. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS 
CUANDO SE REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
conformidad con lo establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la materia, el actor en el juicio se encuentra obligado a probar 
los hechos de los que deriva su derecho y el demandado de sus excepciones, en ese 
sentido, si la parte actora impugna la determinación presuntiva efectuada por la 
autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas bancarias, 
aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea 
(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se 
especifique el monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el 
número de cheque o reporte de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria 
abierta a su nombre de donde se visualice la salida del depósito, origen del importe 
depositado, entre otras) a efecto de demostrar que dichos depósitos y registros 
contables provienen de un concepto distinto al determinado por la autoridad fiscal y 
adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con ello, se verifique el registro 
de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus cuentas y que no se 
incrementó su patrimonio. 

 
Y respecto del acta de asamblea de socios que exhibió discrepa de la 

fecha en que se firmó el contrato de depósito, pues primero se celebró el contrato 

con fecha 10 de febrero de 2017, y posteriormente, con fecha 13 de febrero de 2017 

se autorizó supuestamente mediante asamblea, que los socios de la empresa ***** 

*** ********** **** ** **** celebrarían contratos de depósito con ésta, lo cual es 

incongruente porque se celebró un contrato previo a ser autorizado por la asamblea. 
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Además, el actor no demuestra con documento legal alguno que efectivamente sea 

socio de la sociedad ***** *** ********** **** ** ****, pues únicamente exhibe una copia 

simple del acta de asamblea, sin que con ella sea suficiente para demostrar su 

aparente carácter de socio, o incluso la existencia de la sociedad, pues no exhibe 

tampoco su acta constitutiva. 

 
En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan del contrato de depósito celebrado el 10 de febrero de 2017 

con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de $26´340,000.00, esta Sala arriba 

a la conclusión de que el actor no demostró el origen y procedencia de los 

depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con dicho 

contrato. 

 
– C) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DEL CONTRATO DE 

DEPÓSITO EN GARANTÍA CELEBRADO EL 01 DE JUNIO DE 2017 CON **** 

******* **** ******* POR LA CANTIDAD DE $18´000,000.00. 

 
“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de:… c) el contrato de depósito en garantía que 
celebró el 01 de junio de 2017 con **** ******* **** ******* por la cantidad de 
$18´000,000.00 (dieciocho millones de pesos 00/100 M.N.); 
…” (sic) 

 

1. Contrato de depósito de fecha 01 de junio de 2017 celebrado entre 

el actor ****** ******* **** ******* y la C. **** ******* **** *******, visible a fojas 120 a 128 

del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente 

recurrida, que obra como anexo al juicio principal, mismo al que se concede valor 

probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los 

diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

De dicha prueba se advierte, que se llevó a cabo la celebración y firma 

de dicho instrumento, y en lo que aquí interesa se estipuló lo siguiente: 

 
“… 



SALA ESPECIALIZADA EN 
MATERIA DEL JUICIO DE 
RESOLUCIÓN EXCLUSIVA DE 
FONDO. 
 
No. EXPEDIENTE: 43/25-ERF-01-8. 
 
ACTORA: ****** ******* **** ******** 
 

Página 47 de 110 
 

 
… 

 

 
... 
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… 

 
…” 
 

De la valoración que se realiza a dicho instrumento contractual, a juicio 

de esta Sala se demuestra que el objeto del contrato consistió únicamente en que 

el actor ****** ******* **** ******* en su carácter de depositante, entrega la cantidad de 

$18´000,000.00 a la C. **** ******* **** ******* en su carácter de depositario, para su 

guarda, mediante uno o varias exhibiciones dentro de los dos meses siguientes a la 

firma del contrato. 

 
A cambio, la C. **** ******* **** ******* en su carácter de depositario se 

obligó a custodiar la cantidad que recibe en depósito y a devolverla en los términos 

y condiciones estipulados en el contrato. 

 
Asimismo, se estipulo que la vigencia de dicho contrato sería de 7 años 

contados a partir de la firma del contrato, tiempo en el cual el depositario no podrá 

usar, aprovechar o disponer de la cantidad en depósito, mientras que el depositante 

(actor) se reserva la posibilidad de en cualquier tiempo reclamar y exigir la devolución 
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parcial o total del depósito, para lo cual deberá notificar al depositario cuando menos 

3 días naturales sobre la entrega anticipada de la cantidad en depósito.  

 

También, en lo que al caso interesa, se estipuló que al término de la 

vigencia del contrato, el depositario se obligó a restituir al depositante la cantidad en 

depósito de forma completa e integra, en una o varias exhibiciones, a través de 

cheque certificado, o bien, mediante transferencia electrónica bancaria, a la cuenta 

del actor número ********, CLABE ******************, abierta en la institución financiera 

*******. 

 
Por último, se observa que las partes firmaron un anexo, identificado 

como “Anexo A” en el que se estipuló que supuestamente contiene las impresiones 

de los comprobantes electrónicos de las transferencias bancarias mediante las 

cuales el depositante (actor) hace entrega al depositario (**** ******* **** *******) de 

la cantidad en depósito conforme a los términos del contrato. Pruebas que serán 

valoradas más adelante. 

 
Al respecto, cabe destacar que a juicio de esta juzgadora dicha 

prueba carece de fecha cierta, en razón de que si bien es cierto del expediente 

administrativo se observan dos certificaciones de dicho documento realizadas por el 

Licenciado ******* ******* ******* ***********, Notario Público número ** del Distrito 

Judicial de Huejotzingo, Puebla y otra del Licenciado ****** ****** ****** *****, Notario 

Público número ** del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, visibles a fojas 119 del 

Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente 

recurrida, que obra como anexo al juicio principal. 

 
Sin embargo, de las certificaciones realizadas se observa una 

discrepancia, consistente en que la primera certificación realizada del contrato fue 

hecha por el Licenciado ******* ******* ******* ***********, Notario Público número ** 

del Distrito Judicial de Huejotzingo, Puebla, con fecha 23 de junio de 2017, quien 

hizo constar que dicha copia fotostática compuesta de 09 fojas concordaban fiel y 

exactamente con el original que le fue presentado, como se observa enseguida:  

–Véase digitalización en la página siguiente– 
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Mientras que la segunda certificación fue realizada por el Licenciado 

****** ****** ****** *****, Notario Público número ** del Distrito Judicial de Puebla, 

Puebla, con fecha 07 de junio de 2017, quien hizo constar que dicha copia 

certificada compuesta de 09 fojas concordaba con la copia certificada de fecha 23 

de junio de 2017 por el Licenciado ******* ******* ******* ***********, Notario Público 

número ** del Distrito Judicial de Huejotzingo, Puebla, como se observa enseguida:  

 

 
 
Por tanto, no resulta posible certificar hechos que acontecieron con 

posterioridad a la fecha en que se dice que ocurrieron, por lo que ante la discrepancia 

e inverosimilitud de las fechas de certificación, a juicio de esta Sala carece de valor 

dichas certificaciones, de ahí que se considere que los documentos carecen de fecha 

cierta.  

 
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
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en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 73, 

Diciembre de 2019, Tomo I, página 466, con Registro digital 2021218, de rubro y 

texto siguiente: 

 
“DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA 
CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación jurídica de la "fecha cierta" 
deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los 
documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar 
para demostrar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación 
que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la 
Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir 
de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no 
lo exija expresamente, pues tal condición emana del valor probatorio que de dichos 
documentos se pretende lograr.” 

 
No obstante lo anterior, es importante mencionar que si bien es cierto 

conforme a la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), el contrato analizado no tiene 

fecha cierta, también lo es que a juicio de esta Sala dicho documento sí tiene valor 

probatorio, pero indiciario, por lo que deberá ser adminiculado con el resto del 

caudal probatorio, para efectos de verificar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales que aquí nos ocupan. 

 
Dicho de otro modo, al instrumento contractual analizado se le 

concede valor probatorio indiciario al ser documento privado, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 133 y 203 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo, de manera que 

su eficacia probatoria está sujeta a la adminiculación con el resto del caudal 

probatorio. 

 
Ello con independencia de que tenga o no fecha cierta, pues la 

connotación jurídica de la "fecha cierta", de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

161/2019 (10a.), únicamente constituye un requisito exigible respecto de los 

documentos privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 

ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 

de conservar para estar en posibilidad de demostrar la adquisición de un bien o la 

realización de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales, sin 

que el sólo hecho de tener fecha cierta, sea suficiente para que se les otorgue 
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eficacia probatoria plena, pues se insiste en que ello debe desprenderse de la 

adminiculación con el resto de las pruebas. 

 
2. Veintiún recibos de dinero suscritos por el actor, visibles a fojas 98 a 

118 del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución 

originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio principal, que obra en los 

autos del presente juicio, mismo al que se concede valor probatorio indiciario, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 133, 197, 

203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 

juicio contencioso administrativo. 

 
Pruebas de cuya valoración y análisis se advierte que aparentemente 

el actor recibió diversos pagos en cantidad total de $974,778.65, mediante 

transferencia de la C. **** ******* **** *******, por concepto de devolución de depósito 

en garantía, y que dada su voluminosidad, a manera de ejemplo se digitaliza el recibo 

de dinero de fecha 12 de enero de 2017: 

 
“… 

 
…” 
 
Y los cuales se integran como sigue:  

 
NÚMERO FECHA IMPORTE 

1 12 de enero de 2017 $68,179.15 

2 09 de febrero de 2017 $68,179.20 

3 02 de marzo de 2017 $2,566.54 

4 08 de marzo de 2017 $70,346.68 

5 17 de abril de 2017 $70,349.68 

6 23 de mayo de 2017 $80,348.68 

7 07 de junio de 2017 $70,349.75 

8 27 de junio de 2017 $774.53 

9 06 de julio de 2017 $70,349.74 

10 07 de agosto de 2017 $70,347.74 

11 10 de agosto de 2017 $34,880.00 

12 29 de agosto de 2017 $50,000.00 

13 06 de septiembre de 2017 $63,647.74 

14 06 de septiembre de 2017 $3,000.00 

15 14 de septiembre de 2017 $11,440.00 

16 06 de octubre de 2017 $68,566.74 
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17 10 de octubre de 2017 $11,440.00 

18 08 de noviembre de 2017 $68,566.74 

19 10 de noviembre de 2017 $11,440.00 

20 05 de diciembre de 2017 $68,565.74 

21 11 de diciembre de 2017 $11,440.00 

TOTAL $974,778.65 

 
Sin que dichos recibos de dinero constituyan comprobantes 

electrónicos de las transferencias bancarias, como aparentemente se dice en 

el anexo A del contrato. 

 
Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza de 

manera integral y en conjunto al contrato de depósito de fecha 01 de junio de 2017, 

en relación con los recibos de dinero, y de la adminiculación que esta Sala realiza 

entre los mismos llega a la conclusión de que no asiste la razón al actor en el 

sentido de que los depósitos bancarios observados por la autoridad, respecto 

de la cantidad total de $18´000,000.00 (dieciocho millones de pesos 00/100 M.N.), 

corresponda a depósitos bancarios que derivan del contrato de depósito 

celebrado el 01 de junio de 2017 con la C. **** ******* **** ******* por la cantidad 

de $18´000,000.00. 

 
Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, la parte actora 

exhibió el contrato de depósito y diversos recibo de dinero, con los cuales 

aparentemente se demuestra el consentimiento de las partes de obligarse a cumplir 

con las cláusulas de dicho instrumento contractual, cuyo objeto consistió únicamente 

en que sería el actor como depositante quien entregaría a la C. **** ******* **** *******, 

en su carácter de depositaria, la cantidad de $18´000,000.00, para su guarda, y a la 

C. **** ******* **** ******* se obligó a custodiar la cantidad que recibe en depósito y a 

devolverla en los términos y condiciones estipulados en el contrato. 

 
También es cierto que con la sola suscripción de dicho instrumento 

contractual no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos 

derivados del contrato de depósito, es decir, no se demuestra haber cumplido con 

la totalidad de lo dispuesto en el artículo 25164 del Código Civil Federal, el cual 

establece que una persona denominada depositario se obliga a recibir una cosa, 

mueble o inmueble por parte de otra identificada como depositante que éste le 

confía, y a guardarla para restituirla cuando la pida el depositante. 

 
4 Ibidem página 36. 
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En efecto, hasta este punto no se demuestra con alguna 

documentación, en primer lugar, que el actor haya efectuado un depósito o 

transferencia a nombre de la C. **** ******* **** *******, para efectos de poder 

considerar que los depósitos por la cantidad total de $974,778.65 pesos, 

aparentemente efectuados por la C. **** ******* **** *******, conforme a los recibos de 

dinero, corresponden a la devolución de depósitos en garantía aparentemente 

otorgado por el actor. 

 
Dicho de otro modo, conforme a lo dispuesto en el artículo 2516 del 

Código Civil Federal, la parte actora debió demostrar en primer lugar, que 

transfirió una suma de dinero a la C. **** ******* **** ******* –otorgó el depósito en 

garantía– y que derivado de ello fue que ésta última, a su vez realizó los depósitos 

al actor devolviendo la cantidad entregada para su guarda, lo que en el caso 

concreto no ocurre, en razón que la actora no demostró haber otorgado en 

primer lugar, dicho depósito a aquella. 

 
Además, también se advierten discrepancias entre el contrato y los 

recibos de dinero, pues el primero fue firmado el día 01 de junio de 2017, y en él 

entre otras cosas se estipulo que el actor entregaría a la C. **** ******* **** *******, la 

cantidad de $18´000,000.00 para su guarda, mediante uno o varias exhibiciones 

dentro de los dos meses siguientes a la firma del contrato; sin embargo, varios de 

los recibos de dinero, aparentemente derivados del contrato, fueron suscritos con 

fechas anteriores a la firma del instrumento contractual, a saber, 12 de enero de 

2017, 09 de febrero de 2017, 02 de marzo de 2017, 08 de marzo de 2017, 17 de abril 

de 2017 y 23 de mayo de 2017, lo que hace evidente que esos recibos de dinero no 

tienen su origen, ni relación con el contrato de deposito de fecha 01 de junio de 2017. 

 
Incluso, del contrato se advierte que en el caso de que el actor solicitara 

la devolución parcial o total del depósito, debía de notificar a la C. **** ******* **** 

******* cuando menos 3 días naturales sobre la entrega anticipada de la cantidad en 

depósito; sin embargo, el actor no exhibió las solicitudes por escrito dirigidas a 

aquella sobre la devolución del depósito, por lo que no existe certeza de que lo 

plasmado en los recibos de dinero sea verdad. 

 
Por tanto, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

especifique sí recibió un solo depósito por la cantidad de $18´000,000.00 pesos 
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o cuáles de todos ellos sumados dan la cantidad de $18´000,000.00 pesos, para 

así poder identificarlos y adminicularlos con el contrato de depósito y los recibos de 

dinero; y así demostrar en su caso, que recibió por parte de la C. **** ******* **** 

*******, depósitos efectuados en cumplimiento al contrato de depósito de fecha 01 de 

junio de 2017 celebrado entre el actor y aparentemente aquella. 

 
Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman la cantidad total de $18´000,000.00 pesos, derivados del contrato de 

depósito, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron efectuados por el C. **** 

******* **** *******, y a qué cuentas bancarias se realizaron. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS 
CUANDO SE REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
conformidad con lo establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la materia, el actor en el juicio se encuentra obligado a probar 
los hechos de los que deriva su derecho y el demandado de sus excepciones, en ese 
sentido, si la parte actora impugna la determinación presuntiva efectuada por la 
autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas bancarias, 
aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea 
(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se 
especifique el monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el 
número de cheque o reporte de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria 
abierta a su nombre de donde se visualice la salida del depósito, origen del importe 
depositado, entre otras) a efecto de demostrar que dichos depósitos y registros 
contables provienen de un concepto distinto al determinado por la autoridad fiscal y 
adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con ello, se verifique el registro 
de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus cuentas y que no se 
incrementó su patrimonio. 

 
Máxime que la cantidad que aparan los recibos de dinero es por la 

cantidad total de $974,778.65 pesos, mientras que el actor argumenta que recibió 

depósitos de parte de la C. **** ******* **** ******* por la cantidad total de 

$18´000,000.00, derivados del contrato de depósito en garantía de fecha 01 de junio 

de 2017. 
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En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan del contrato de depósito en garantía celebrado el 01 de junio 

de 2017 con la C. **** ******* **** ******* por la cantidad de $18´000,000.00, esta Sala 

arriba a la conclusión de que el actor no demostró el origen y procedencia de 

los depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con dicho 

contrato. 

 
– D) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DEL CONTRATO DE 

DEPÓSITO EN GARANTÍA CELEBRADO EL 06 DE ENERO DE 2017 CON ******* 

******* ******* POR LA CANTIDAD DE $6´127,585.38. 

 
“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: … d) el contrato de depósito en garantía 
que celebró el 06 de enero de 2017 con ******* ******* ******* por la cantidad de 
$33´157,062.88 (treinta y tres millones ciento cincuenta y siete mil sesenta y dos 
pesos 88/100 M.N.); 
…” (sic) 

 

1. Contrato de depósito de fecha 06 de enero de 2017 celebrado entre 

el actor ****** ******* **** ******* y la C. ******* ******* *******, visible a fojas 163 a 166 

del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente 

recurrida, que obra como anexo al juicio principal, mismo al que se concede valor 

probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los 

diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte, que se llevó a cabo la celebración y firma 

de dicho instrumento, y en lo que aquí interesa se estipuló lo siguiente: 

 
“… 
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… 

 
... 

 
…” 
 

De la valoración que se realiza a dicho instrumento contractual, a juicio 

de esta Sala se demuestra que el objeto del contrato consistió únicamente en que 

la C. ******* ******* ******* en su carácter de depositante, entrega la cantidad de 

$33´157,062.88 al actor en su carácter de depositario, para su guarda, mediante 

transferencias bancarias durante el año 2017. 
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A cambio, el actor en su carácter de depositario se obligó a conservar 

la cantidad que recibe en depósito y a devolverla cuando el depositante así lo solicite. 

 
Al respecto, cabe destacar el instrumento contractual analizado tiene 

como fecha cierta el día 12 de febrero de 2017, por así advertirse de la certificación 

que de dicho documento realizó el Licenciado ****** ****** ****** *****, Notario Público 

número ** del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, visible a foja 162 del Tomo I del 

expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente recurrida, que 

obra como anexo al juicio principal. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 73, 

Diciembre de 2019, Tomo I, página 466, con Registro digital 2021218, de rubro y 

texto siguiente: 

 
“DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA 
CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación jurídica de la "fecha cierta" 
deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los 
documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar 
para demostrar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación 
que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la 
Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir 
de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no 
lo exija expresamente, pues tal condición emana del valor probatorio que de dichos 
documentos se pretende lograr.” 

 
No obstante lo anterior, es importante mencionar que si bien es cierto 

conforme a la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), el contrato analizado tiene como 

fecha cierta el día 12 de febrero de 2017, también lo es que a juicio de esta Sala 

dicho documento sí tiene valor probatorio, pero indiciario, por lo que deberá ser 

adminiculado con el resto del caudal probatorio, para efectos de verificar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales que aquí nos ocupan. 

 
Dicho de otro modo, al instrumento contractual analizado se le 

concede valor probatorio indiciario al ser documento privado, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 133 y 203 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo, de manera que 

su eficacia probatoria está sujeta a la adminiculación con el resto del caudal 

probatorio. 
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Ello con independencia de que tenga o no fecha cierta, pues la 

connotación jurídica de la "fecha cierta", de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

161/2019 (10a.), únicamente constituye un requisito exigible respecto de los 

documentos privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 

ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 

de conservar para estar en posibilidad de demostrar la adquisición de un bien o la 

realización de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales, sin 

que el sólo hecho de tener fecha cierta, sea suficiente para que se les otorgue 

eficacia probatoria plena, pues se insiste en que ello debe desprenderse de la 

adminiculación con el resto de las pruebas. 

 
2. Diecisiete recibos de dinero suscritos por la C. ******* ******* *******, 

visibles a fojas 154 a 162 del Tomo I del expediente administrativo que dio origen a 

la resolución originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio principal, que 

obra en los autos del presente juicio, mismo al que se concede valor probatorio 

indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 

133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
Pruebas de cuya valoración y análisis se advierte que aparentemente 

la C. ******* ******* *******, hizo constar que durante los años 2017 a 2020, recibió del 

actor diversos pagos en cantidad total de $23,162,146.12, mediante transferencia 

realizada por el actor, por concepto de devolución de depósito en garantía, y que 

dada su voluminosidad, a manera de ejemplo se digitaliza el recibo de dinero de 

fecha 19 de enero de 2017: 

 
“… 

 
…” 
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Y los cuales se integran como sigue:  

 

Número Fecha Importe 

1 19 de enero de 2017 $2,323,000.00 

2 16 de marzo de 2017 $76,000.00 

3 14 de agosto de 2017 $30,000.00 

SUBTOTAL 2017 $2,429,000.00 

4 17 de enero de 2018 $15,448.00 

5 09 de febrero de 2018 $338.68 

6 02 de marzo de 2018 $14,634.00 

7 07 de marzo de 2018 $2,037.72 

8 22 de marzo de 2018 $580,000.00 

9 
19 de diciembre de 

2018 
$6,435,000.00 

SUBTOTAL 2018 $7,047,458.40 

10 24 de enero de 2019 $100,000.00 

11 31 de enero de 2019 $4,365,000.00 

12 07 de febrero de 2019 $990,000.00 

13 13 de febrero de 2019 $36,610.00 

14 13 de junio de 2019 $25,000.00 

15 18 de julio de 2019 $297,706.72 

16 18 de julio de 2019 $50,371.00 

SUBTOTAL 2019 $5,864,687.72 

17 17 de enero de 2020 $7,821,000.00 

SUBTOTAL 2020 $7,821,000.00 

TOTAL $23,162,146.12 

 

Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza de 

manera integral y en conjunto al contrato de depósito de fecha 10 de enero de 

2017, en relación con los recibos de dinero, y de la adminiculación que esta Sala 

realiza entre los mismos llega a la conclusión de que no asiste la razón al actor 

en el sentido de que los depósitos bancarios observados por la autoridad, 

respecto de la cantidad total de $33´157,062.88 (treinta y tres millones ciento 

cincuenta y siete mil sesenta y dos pesos 88/100 M.N.), corresponda a depósitos 

bancarios que derivan del contrato de depósito celebrado el 06 de enero de 

2017 con la C. ******* ******* ******* por la cantidad de $33´157,062.88. 

 

Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, la parte actora 

exhibió el contrato de depósito y los recibos de dinero, con los cuales 

aparentemente se demuestra el consentimiento de las partes de obligarse a cumplir 

con las cláusulas de dicho instrumento contractual, cuyo objeto consistió únicamente 

en que la C. ******* ******* ******* en su carácter de depositante, depositaría la 

cantidad de $33´157,062.88 al actor en su carácter de depositario, por concepto de 

depósito, mediante transferencias bancarias durante el año 2017 y a cambio, el actor 

en su carácter de depositario se obligó a conservar la cantidad que recibe en 

depósito y a devolverla cuando el depositante así lo solicite. 

 

También es cierto que con la sola suscripción de dichos instrumentos 

contractuales no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos 
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derivados del contrato de depósito, es decir, no se demuestra haber cumplido con 

la totalidad de lo dispuesto en el artículo 25165 del Código Civil Federal, el cual 

establece que una persona denominada depositario se obliga a recibir una cosa, 

mueble o inmueble por parte de otra identificada como depositante que éste le 

confía, y a guardarla para restituirla cuando la pida el depositante. 

 

En efecto, hasta este punto no se demuestra con alguna 

documentación que, primer lugar, el actor haya recibido por parte de la C. ******* 

******* *******, la cantidad total de $33´157,062.88 pesos, es decir, la cuenta bancaria 

de la C. ******* ******* ******* desde la cual salieron los recursos, y la cuenta bancaria 

del actor de la que se desprenda la fecha en la que fue transferido y entregado el 

depósito, objeto del contrato de depósito celebrado entre dichas personas, para que 

a su vez el actor se encontrara obligada a devolver a aquella dicho depósito. 

 

Además, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

especifique sí recibió un sólo depósito por la cantidad de $33´157,062.88 pesos 

o cuáles de todos ellos sumados dan la cantidad de $33´157,062.88 pesos, para 

así poder identificarlos y adminicularlos con el contrato de depósito y los recibos de 

dinero; y así demostrar en su caso, que recibió por parte de la C. ******* ******* *******, 

depósitos efectuados en cumplimiento al contrato de depósito de fecha 06 de enero 

de 2017 celebrado entre el actor y aparentemente aquella. 

 

Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman la cantidad total de $33´157,062.88 pesos, derivados del contrato de 

depósito, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron efectuados por la C. 

******* ******* *******, y a qué cuentas bancarias se realizaron. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

 
5 Ibidem página 36. 
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de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS 
CUANDO SE REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
conformidad con lo establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la materia, el actor en el juicio se encuentra obligado a probar 
los hechos de los que deriva su derecho y el demandado de sus excepciones, en ese 
sentido, si la parte actora impugna la determinación presuntiva efectuada por la 
autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas bancarias, 
aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea 
(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se 
especifique el monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el 
número de cheque o reporte de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria 
abierta a su nombre de donde se visualice la salida del depósito, origen del importe 
depositado, entre otras) a efecto de demostrar que dichos depósitos y registros 
contables provienen de un concepto distinto al determinado por la autoridad fiscal y 
adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con ello, se verifique el registro 
de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus cuentas y que no se 
incrementó su patrimonio. 

 
Máxime que de los recibos de dinero ofrecidos como prueba por el 

actor, se advierte que aparentemente el actor fue quién realizó diversos pagos a 

la C. ******* ******* *******, por concepto de devolución por depósito en garantía, 

desde el año 2017 y hasta el año 2020, por la cantidad total de $23,162,146.12, 

mientras que la determinación presuntiva de la autoridad fiscalizadora deriva de los 

depósitos que recibió el actor en sus distintas cuentas bancarias, por lo que no 

resultan idóneos para aclarar el origen y procedencia de los depósitos que el actor 

recibió. 

 
Además, si bien es cierto se menciona que se realizaron transferencias 

bancarias, lo cierto es que el actor no menciona en dónde están las pruebas de esas 

transferencias, es decir los recibos bancarios de esas transferencias. 

 
En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan del contrato de depósito celebrado el 06 de enero de 2017 

con la C. ******* ******* *******  por la cantidad de $33´157,062.88, esta Sala arriba 

a la conclusión de que el actor no demostró el origen y procedencia de los 

depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con dicho 

contrato. 

– E) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DE LOS 

CONTRATOS DE MUTUO SIN INTERÉS CELEBRADOS LOS DÍAS 28 DE 

FEBRERO DE 2017 Y 05 DE ABRIL DE 2017 CON ******** ***** ******* POR LAS 

CANTIDADES DE $104,000.00 Y $250,000.00. 
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“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
 
Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: … e) el contrato de muto sin interés que 
celebró el 05 de abril de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad de $250,000.00 
(doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.); f) el contrato de muto sin interés que 
celebró el 28 de febrero de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad de 
$104,000.00 (ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.); 
…” (sic) 

 

Es importante mencionar al tratarse de contratos celebrados con la 

misma persona, por una cuestión de metodología y técnica jurídica, esta Sala 

estudiará en conjunto en el presente apartado los incisos e) y f) de la audiencia de 

fijación de litis, por estar íntimamente relacionados.  

 

1. Contratos de mutuo sin interés de fechas 28 de febrero de 2017 y 05 

de abril de 2017 celebrado entre el actor ****** ******* **** ******* y el C. ******** ***** 

*******, visibles a fojas 130 a 133 y 135 a 138, respectivamente, del Tomo I del 

expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente recurrida, que 

obra como anexo al juicio principal, mismo al que se concede valor probatorio 

indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 46, fracción III, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 

133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dichas pruebas se advierte, que se llevó a cabo la celebración y 

firma de esos instrumentos contractuales, cuyo contenido es idéntico, por lo que 

a manera de ejemplo, se digitaliza el contrato de fecha 28 de febrero de 2017, en 

cuya parte que aquí interesa se estipuló lo siguiente: 

 

“… –Véase digitalización en la página siguiente– 
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…” 
 

De la valoración que se realiza a dichos instrumentos contractuales, a 

juicio de esta Sala se demuestra que el objeto de los contratos consistió 

categóricamente en que el actor (mutuatario) solicitó préstamos por las cantidades 

de $104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos al C. ******** ***** ******* (“mutuante”), y 

a cambio el actor adeudaría a favor del mutuante dichas cantidades, y se 

comprometió a pagar dichas cantidades sin interés en cualquier momento hasta 

antes de que feneciera la vigencia del contrato. El cual estipularon que el 

fenecimiento del contrato sería hasta en tanto el actor haya pagado al C. ******** ***** 

*******, la totalidad de las cantidades determinadas de dinero, pudiendo el actor 

realizar pagos parciales y anticipados. 

 
Sin embargo, no se demuestra de qué forma, en una primera 

instancia, el C. ******** ***** ******* haya realizado la entrega de las cantidades de 
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$104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos al actor, es decir, mediante transferencia, 

efectivo, depósito, etc., así como la cuenta bancaria de aquel desde la cual salieron 

los recursos, y la cuenta del actor a la cual fue transferido y entregado los importes 

estipulados. 

 
Al respecto, cabe destacar que los instrumentos contractuales 

analizados tienen como fecha cierta los días 07 de marzo de 2017 y 13 de abril de 

2017, respectivamente, por así advertirse de la certificación que de dichos 

documentos realizó el Licenciado ****** ****** ****** *****, Notario Público número ** 

del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, visibles a fojas 129 y 134 del Tomo I del 

expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente recurrida, que 

obra como anexo al juicio principal. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 73, 

Diciembre de 2019, Tomo I, página 466, con Registro digital 2021218, de rubro y 

texto siguiente: 

 
“DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA 
CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación jurídica de la "fecha cierta" 
deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los 
documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar 
para demostrar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación 
que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la 
Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir 
de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no 
lo exija expresamente, pues tal condición emana del valor probatorio que de dichos 
documentos se pretende lograr.” 

 
No obstante lo anterior, es importante mencionar que si bien es cierto 

conforme a la jurisprudencia 2a./J. 161/2019 (10a.), los contratos analizados tiene 

como fecha cierta los días 07 de marzo de 2017 y 13 de abril de 2017, 

respectivamente, también lo es que a juicio de esta Sala dichos documentos sí 

tienen valor probatorio, pero indiciario, por lo que deberán ser adminiculados con 

el resto del caudal probatorio, para efectos de verificar el cumplimiento de las 

obligaciones fiscales que aquí nos ocupan. 

 
Dicho de otro modo, a los instrumentos contractuales analizados se le 

concede valor probatorio indiciario al ser documentos privados, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 133 y 203 del Código Federal de 
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Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo, 

de manera que su eficacia probatoria está sujeta a la adminiculación con el resto 

del caudal probatorio. 

 
Ello con independencia de que tenga o no fecha cierta, pues la 

connotación jurídica de la "fecha cierta", de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

161/2019 (10a.), únicamente constituye un requisito exigible respecto de los 

documentos privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 

ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes tienen el deber 

de conservar para estar en posibilidad de demostrar la adquisición de un bien o la 

realización de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales, sin 

que el sólo hecho de tener fecha cierta, sea suficiente para que se les otorgue 

eficacia probatoria plena, pues se insiste en que ello debe desprenderse de la 

adminiculación con el resto de las pruebas. 

 
Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza a los 

contratos de mutuo sin interés de fechas 28 de febrero de 2017 y 05 de abril de 2017 

y de la adminiculación que esta Sala realiza entre los mismos llega a la conclusión 

de que no asiste la razón al actor en el sentido de que los depósitos bancarios 

observados por la autoridad, respecto de las cantidades totales de $104,000.00 

(ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.) y $250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 

00/100 M.N.), correspondan a depósitos bancarios que derivan de los contratos 

de mutuo sin interés celebrados el 28 de febrero de 2017 y 05 de abril de 2017 

con el C. ******** ***** ******* por las cantidades de $104,000.00 y $250,00000. 

 
Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, la parte actora 

exhibió los contratos de mutuo sin interés, con los cuales aparentemente se 

demuestra el consentimiento de las partes de obligarse a cumplir con las cláusulas 

de dicho instrumento contractual, cuyo objeto consistió esencialmente en que el C. 

******** ***** ******* se obligó a entregar en calidad de préstamo las cantidades de 

$104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos al actor y a cambio, este último se obligó a 

devolver dicho importe de conformidad con los términos de dichos instrumentos 

contractuales. 

 
También es cierto que con la exhibición de dichos instrumentos 

contractuales no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos 
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efectuados por dicha persona física por concepto de “prestamos”, es decir, no se 

demuestra haber cumplido con la totalidad de lo dispuesto en el artículo 23846 del 

Código Civil Federal, el cual establece que una persona denominada mutuante se 

obliga a transferir la propiedad de una suma de dinero o de otras cosas 

fungibles a otra persona denominada mutuario, quien se obliga a devolver otro 

tanto de la misma especie y calidad. 

 
En efecto, hasta este punto no se demuestra con alguna 

documentación que, primer lugar, el actor haya recibido por parte del C. ******** 

***** *******, las cantidades de $104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos, es decir, la 

cuenta bancaria del C. ******** ***** ******* desde la cual salieron los recursos, y 

la cuenta bancaria del actor de la que se desprenda la fecha en la que recibió los 

depósitos, objeto de los contratos de mutuo celebrados entre dichas personas. 

 
Sustenta la determinación anterior, la jurisprudencia IX-J-2aS-64, 

emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, tesis publicada en la Revista de este Tribunal el jueves 30 de enero 

de 2025, en la Novena Época, Año IV, No. 37, p. 48, de rubro y texto siguiente:  

 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA ESTABLECIDA EN LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 59 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- LOS ORIGINALES O 
COPIAS DE LOS PAGARÉS CARECEN DE VALOR PROBATORIO PLENO PARA 
DEMOSTRAR UN CONTRATO DE MUTUO VERBAL O ESCRITO.- Conforme al 
derecho mercantil los títulos de crédito pueden ser causales o abstractos; así en los 
primeros se hace referencia a la causa de su creación, mientras que los abstractos 
están desvinculados de la relación causal que les dio origen y por ello es irrelevante 
que esté mencionada o no en el título de crédito. De modo que si en términos de los 
artículos 28 y 59, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, el contribuyente 
plantea que el origen y procedencia del depósito corresponde a un contrato de mutuo 
verbal o escrito exhibiendo el original o copia simple o certificada de un pagaré, este 
carece de valor probatorio pleno para demostrar la existencia jurídica de ese contrato. 
Se arriba a esa conclusión, porque el pagaré al ser un título de crédito abstracto está 
desvinculado de la relación causal que le dio origen, máxime si en su texto no se 
menciona su causa (origen). Sin duda, un pagaré puede extenderse a consecuencia 
de un contrato de mutuo, pero, carece de valor probatorio pleno para demostrar su 
existencia, en virtud de su abstracción, razón por la cual solo tiene valor de indicio, y 
por ello, el contribuyente debe adminicularlo con otros medios probatorios conforme 
a las particularidades del caso y las reglas de la prueba indiciaria. 

 

Además, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

especifique sí recibió un sólo depósito por las cantidades de $104,000.00 pesos 

y $250,000.00 pesos o cuáles de todos ellos sumados dan las cantidades de 

 
6 “Artículo 2384.- El mutuo es un contrato por el cual el mutuante se obliga a transferir la propiedad 
de una suma de dinero o de otras cosas fungibles al mutuario, quien se obliga a devolver otro tanto 
de la misma especie y calidad.” 
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$104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos, para así poder identificarlos y 

adminicularlos con los contratos de mutuo sin interés; y así demostrar en su caso, 

que recibió por parte del C. ******** ***** *******, depósitos por concepto de préstamos 

efectuados en cumplimiento a los contratos de mutuo sin interés de fechas 28 de 

febrero de 2017 y 05 de abril de 2017 celebrados entre el actor y aparentemente 

aquel. 

 
Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman las cantidades de $104,000.00 pesos y $250,000.00 pesos, derivados 

de los contratos de mutuo, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron 

efectuados por el C. ******** ***** *******, y a qué cuentas bancarias se realizaron. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS 
CUANDO SE REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
conformidad con lo establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la materia, el actor en el juicio se encuentra obligado a probar 
los hechos de los que deriva su derecho y el demandado de sus excepciones, en ese 
sentido, si la parte actora impugna la determinación presuntiva efectuada por la 
autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas bancarias, 
aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea 
(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se 
especifique el monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el 
número de cheque o reporte de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria 
abierta a su nombre de donde se visualice la salida del depósito, origen del importe 
depositado, entre otras) a efecto de demostrar que dichos depósitos y registros 
contables provienen de un concepto distinto al determinado por la autoridad fiscal y 
adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con ello, se verifique el registro 
de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus cuentas y que no se 
incrementó su patrimonio. 

 
Máxime que corresponde la carga de la prueba al actor de adminicular 

dichos contratos de mutuo con otras probanzas para acreditar su realización, con 

recibos o estados de cuenta tanto de él en su carácter de mutuario, así como del 

C. ******** ***** *******, en su carácter de mutuante, lo que en el caso concreto no 

ocurre, pues el actor no señaló con que otras pruebas se adminiculan dichos 

contratos, ni identifica los depósitos recibidos derivados de dichos instrumentos. 
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Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia XVI.1o.A. J/55 A (10a.), 

emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 

Circuito, publicada en la Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 74, Enero de 2020, Tomo III, página 2394, con Registro digital 

2021387, de rubro y texto siguiente:  

 
PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA BANCARIA DEL 
CONTRIBUYENTE. PARA DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO 
SIMPLE O CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, ENTRE 
OTROS MEDIOS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL 
MUTUANTE. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 56/2010, consultable en la página 838 del Tomo XXXI, mayo de 
2010, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: 
"PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN 
III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL 
REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CONTABILIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA 
DOCUMENTACIÓN CORRESPONDIENTE.", determinó que la estimativa indirecta 
de ingresos contenida en el precepto señalado, faculta a la autoridad fiscal a 
considerar los depósitos bancarios no registrados en la contabilidad del contribuyente 
como ingresos y valor de los actos o actividades por los que debe pagar 
contribuciones, cuando no sustenta documentalmente en su contabilidad el registro 
de sus transacciones comerciales. De acuerdo con lo anterior, para desvirtuar con un 
contrato de mutuo simple o con interés la presunción relativa a que los depósitos en 
la cuenta bancaria del contribuyente son ingresos, debe probarse su materialidad y 
que el mutuatario depositó en la cuenta del contribuyente el importe pactado en ese 
acuerdo de voluntades, precisamente para cubrir el adeudo, entre otros medios, con 
los recibos o estados de cuenta del mutuante, pues la exhibición del contrato 
solamente acredita la realización de éste, pero es insuficiente para justificar la efectiva 
transferencia del numerario que en él se indica, sobre todo que en la presunción 
aludida se encuentra implícito el principio ontológico de la prueba, en el sentido de 
que lo ordinario es que los contribuyentes que desarrollan actividades lucrativas 
perciben ingresos con motivo de éstas, salvo prueba en contrario, por lo cual, la norma 
fiscal considera que los depósitos en las cuentas bancarias del contribuyente 
constituyen ingresos. 

 
En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan de los contratos de mutuo sin interés celebrados los días 28 

de febrero de 2017 y 05 de abril de 2017 con el C. ******** ***** ******* por las 

cantidades de $104,000.00 y $250,000.00, respectivamente, esta Sala arriba a la 

conclusión de que el actor no demostró el origen y procedencia de los 

depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con dichos 

contratos. 

 
– F) DEPÓSITOS BANCARIOS QUE DERIVAN DE UNA 

DEVOLUCIÓN REALIZADA EL 26 DE MAYO DE 2017 POR ******** ************** ** 

********** **** ** **** POR LA CANTIDAD DE $1,928,520.00. 

 
“… 
1.1. Si con las pruebas ofrecidas y exhibidas en esta instancia, previamente ante la 
autoridad fiscalizadora y la resolutora, la actora acreditada que los depósitos 
bancarios que recibió durante el periodo del 01 de enero al 31 de diciembre de 2017 
corresponden o no a registros de su contabilidad y se logra identificar su origen y 
procedencia. 
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Para lo cual se deberá determinar si asiste la razón al actor, en el sentido de que 
dichos depósitos observados derivan de: … y g) la devolución de la cantidad de 
$1,928,520.00 (un millón novecientos veintiocho mil quinientos veinte pesos 00/100 
M.N.), realizada el día 26 de mayo de 2017 por ******** ************** ** ********** **** 
** ****; 
…” (sic) 

 

1. Informe de devolución de fecha 26 de mayo de 2017 suscrito por el 

actor ****** ******* **** ******* y ******** ************** ** ********** **** ** ****, visible a 

foja 406 del único tomo relativo al expediente administrativo que dio origen a la 

resolución impugnada, que obra como anexo al juicio principal, mismo al que se 

concede valor probatorio indiciario, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 

46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 

relación con los diversos 133, 197, 203 y 210, del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al juicio contencioso administrativo. 

 
De dicha prueba se advierte, que se llevó a cabo la celebración y firma 

de dicho documento, y en lo que aquí interesa se estableció lo siguiente: 

 
“… 

–Véase digitalización en la página siguiente– 
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…” 

 
De la valoración que se realiza a dicho documento a juicio de esta Sala 

se puede desprender que aparentemente la empresa ******** ************** ** 

********** **** ** ****, en atención a la instrucción del actor de comercializar un local 

ahí descrito que supuestamente se presume propiedad del actor, dicha empresa hizo 

del conocimiento al actor que a esa fecha contaba con una oferta de compra por 

parte del C. ******** ******** *******, siendo los pormenores de dicha oferta los 

siguientes: 

 
– A la firma del contrato privado de cesión de derechos fiduciarios se 

pagará el Fideicomiso **** ** ******** la cantidad de $************ pesos. 

 
– Al momento de llevar a cabo la escrituración se liquidará al 

Fideicomiso **** ** ******** la cantidad restante $210,000.00 pesos. 

 
En ese sentido, se señaló que dichos montos, le serían devueltos al 
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actor mediante cheque bancario, en una sola exhibición y en un período no mayor al 

día 20 de junio de 2017, por la cantidad total de $1,928,520.00 pesos, la cual se 

integra por las cantidades de $1,753,200.00 pesos y $175,320.00 pesos. 

 

Y una vez entregada dicha cantidad en su totalidad, se extinguirían los 

derechos de propiedad que hubieran sido cedidos al actor, única y exclusivamente 

sobre el local comercial ahí descrito mediante un aparente contrato de cesión de 

derechos fiduciarios, celebrado entre el actor y ******** ************** ** ********** **** 

** ****, con fecha 11 de diciembre de 2015, sin reserva ni limitación alguna, 

renunciando expresamente a cualquier cobro futuro por compensación, penal 

convencional o cualquier otro concepto. 

 
Por último, se acordó que en caso de no ser entregadas al actor las 

cantidades pactadas en dicho documento en el tiempo y forma acordados, ese 

documento carecerá de validez automáticamente y quedará sin efecto alguno. 

 
Expuesto lo anterior, del análisis y valoración que se realiza al 

informe de devolución de fecha 26 de mayo de 2017 esta Sala llega a la conclusión 

de que no asiste la razón al actor en el sentido de que los depósitos bancarios 

observados por la autoridad, respecto de la cantidad total de $1,928,520.00 (un 

millón novecientos veintiocho mil quinientos veinte pesos 00/100 M.N.), 

corresponda a depósitos bancarios que derivan de una devolución 

supuestamente amparada en un informe de devolución suscrito el 26 de mayo 

de 2017 con la empresa ******** ************** ** ********** **** ** **** por la cantidad 

de $1,928,520.00. 

 
Lo anterior se sostiene, en razón de que si bien es cierto, en el informe 

de devolución exhibido por la parte actora aparentemente se demuestra que la 

empresa ******** ************** ** ********** **** ** ****, efectuaría una devolución 

mediante cheque bancario, en una sola exhibición y en un período no mayor al día 

20 de junio de 2017, por la cantidad total de $1,928,520.00 pesos, la cual se integra 

por las cantidades de $1,753,200.00 pesos y $175,320.00 pesos, derivado de una 

venta de un local. 

 
También es cierto que con la sola exhibición de dicho documento 

no resulta suficiente para demostrar que el actor recibió depósitos por concepto 
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de devolución, pues en primer lugar, el actor debió demostrar haber efectuado 

un depósito o transferencia a nombre de la empresa ******** ************** ** 

********** **** ** ****, para efectos de poder considerar que a su vez los depósitos 

por la cantidad total de $1,928,520.00, que aparentemente ésta realizaría al actor, 

corresponden a una devolución de recursos aparentemente otorgados por el actor. 

 
Dicho de otro modo, la parte actora debió demostrar en primer 

lugar, que transfirió una suma de dinero a la empresa ******** ************** ** 

********** **** ** **** y que derivado de ello fue que ésta última, a su vez realizó la 

devolución de esa suma de dinero, lo que en el caso concreto no ocurre, en razón 

que la actora no demostró haber entregado en primer lugar cantidad alguna a 

favor de ******** ************** ** ********** **** ** **** 

 

Incluso, del contenido de dicho documento se advierte que 

aparentemente el actor suscribió un contrato de cesión de derechos fiduciarios, por 

lo que es importante aclarar que un contrato de cesión de derechos fiduciarios es 

un acuerdo mediante el cual una persona (el cedente) transfiere a otra (el cesionario) 

los derechos que posee sobre un fideicomiso Al respecto, estos derechos pueden 

incluir, entre otros, la participación en el patrimonio fideicomitido, los beneficios 

económicos derivados del fideicomiso, o incluso la posición de fiduciante o 

fideicomisario, mientras que la cesión implica la transferencia de derechos y 

obligaciones asociados al fideicomiso, y generalmente requiere la aceptación de la 

fiduciaria para ser efectiva. 

 

En esa línea argumentativa, es necesario señalar que el contrato de 

fideicomiso es un acuerdo legal donde una persona (el fideicomitente) transfiere la 

propiedad de bienes o derechos a otra persona (el fiduciario) para que este los 

administre y los utilice en beneficio de un tercero (el fideicomisario) o del propio 

fideicomitente7. Dicho de otra forma, es una forma de encomendar la gestión de 

bienes a un tercero con fines específicos. 

 

 

Bajo ese contexto, a juicio de esta Sala el contenido de dicho 

documento es ambiguo, pues de su redacción en una parte se puede advertir que 

el local comercializado es propiedad del actor, lo que se traduciría en una venta 

de un inmueble que se encuentra gravada por la Ley del Impuesto Sobre la 

 
7 “Ley General De Títulos y Operaciones De Crédito: Artículo 381.- En virtud del fideicomiso, el 
fideicomitente transmite a un institución fiduciaria la propiedad o la titularidad de uno o más bienes o 
derechos, según sea el caso, para ser destinados a fines lícitos y determinados, encomendando la 
realización de dichos fines a la propia institución fiduciaria.” 
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Renta, y por otra, se dice ahí que dicha comercialización es derivada de un contrato 

de cesión de derechos fiduciarios, celebrado entre el actor y ******** ************** ** 

********** **** ** ****, con fecha 11 de diciembre de 2015, sin especificar el carácter 

que tenía el actor en ese fideicomiso, a saber, de fideicomitente, fiduciario o 

fideicomisario. 

 

De tal suerte que resulta insuficiente el informe de devolución de fecha 

26 de mayo de 2017, para acreditar que el actor recibió depósitos por concepto de 

devolución. 

 
Además, de acuerdo con la descripción de los depósitos observados 

por la autoridad y digitalizados por esta Sala de las páginas 14 a 18 de esta 

sentencia, se advierten diversos depósitos efectuados a distintas cuentas bancarias, 

con fecha diferentes y por diversos conceptos e importes, sin que el actor 

especifique en cuál o cuáles cuentas bancarías recibió los cheques bancarios 

que la empresa ******** ************** ** ********** **** ** ****, expediría a su favor, 

por las cantidades de $1,753,200.00 pesos y $175,320.00 pesos, para así poder 

identificarlos, así como tampoco exhibió los cheques para poder adminicularlos 

con el informe de devolución y así demostrar en su caso, que recibió por parte de 

******** ************** ** ********** **** ** ****, depósitos por concepto de devolución 

efectuados en cumplimiento al informe de devolución de fecha 26 de mayo de 2017. 

 
Dicho de otro modo, el actor no relaciona los depósitos que 

conforman la cantidad total de $1,928,520.00 pesos, derivados del informe de 

devolución, ni especifica cuales depósitos y cantidades fueron efectuados por la 

empresa ******** ************** ** ********** **** ** ****, y a qué cuentas bancarias se 

realizaron. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, mutatis mutandi, la jurisprudencia VIII-J-

2aS-115, emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, publicada en la revista de este órgano jurisdiccional, 

Octava Época, Año VI, No. 53, Abril 2021, p. 22, de rubro y texto siguiente:  

 
TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS 
CUANDO SE REALICE LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
conformidad con lo establecido en los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
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aplicación supletoria a la materia, el actor en el juicio se encuentra obligado a probar 
los hechos de los que deriva su derecho y el demandado de sus excepciones, en ese 
sentido, si la parte actora impugna la determinación presuntiva efectuada por la 
autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, la cual se refiere a depósitos registrados en sus cuentas bancarias, 
aduciendo que los mismos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias, 
entonces es ella quien se encuentra obligada a aportar la documentación idónea 
(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se 
especifique el monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el 
número de cheque o reporte de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria 
abierta a su nombre de donde se visualice la salida del depósito, origen del importe 
depositado, entre otras) a efecto de demostrar que dichos depósitos y registros 
contables provienen de un concepto distinto al determinado por la autoridad fiscal y 
adicionalmente ofrecer la prueba pericial contable, y con ello, se verifique el registro 
de cada operación, correspondencia de cantidades entre sus cuentas y que no se 
incrementó su patrimonio. 

 
En consecuencia, se resuelve que respecto de los supuestos depósitos 

bancarios que derivan del informe de devolución de fecha 26 de mayo de 2017 con 

la empresa ******** ************** ** ********** **** ** **** por la cantidad de 

$1,928,520.00, esta Sala arriba a la conclusión de que el actor no demostró el 

origen y procedencia de los depósitos observados por la autoridad 

fiscalizadora en la resolución originalmente recurrida, porque no existe manera 

de vincularlos con dicho informe. 

 
No escapa a la atención de esta Sala el dictamen emitido por el perito 

de la parte actora, respecto de la prueba pericial en materia contable ofrecida por la 

actora, y que fuera desahogada en el presente juicio, de cuyo contenido se advierte 

que sostuvo sustancialmente respecto del tema que nos ocupa, lo siguiente:  

 

Dictamen pericial de la parte actora, visible a fojas 286 a 293 del 

expediente en que se actúa. 

 
“… 
 

–Véanse digitalizaciones en las página siguientes– 
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…” 
 

Sin embargo, de la valoración a las respuestas de las preguntas 1, 2, 

3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 16, emitidas por su perito, con fundamento en 

lo dispuesto por el artículo 46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, este órgano juzgador desestima su valor probatorio a 

las respuestas dadas por el perito de la actora en dichas preguntas, porque del 

análisis al cuestionario propuesto por la parte actora, específicamente, respecto de 

las preguntas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 16, se observa que éstas 

únicamente están encaminadas a que el perito haga constar hechos como son: cuál 

es la actividad económica del actor, si el actor presentó declaraciones respecto del 

Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, si celebró contratos, si tiene 

cuentas bancarias, si presento declaraciones por corrección fiscal, si las informó al 

Servicio de Administración Tributaria, si la autoridad las consideró, qué tratamiento 

fiscal dio el actor a sus deducciones para el régimen de arrendamiento al presentar 

su declaraciones por el ejercicio fiscal de 2017, y si es legal la resolución 

originalmente recurrida, afirmando que la autoridad fiscalizadora desconoció los 

contratos y documentos presentados por el actor para demostrar el origen de los 

depósitos, es decir, cuestiones estrictamente de legalidad que corresponde 

exclusivamente a esta órgano juzgador analizar y valorar al dictar la sentencia. 

 
Dicho de otra forma, las preguntas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 

13, 14 y 16, del dictamen pericial exhibido por la parte actora versan sobre 

cuestiones ajenas a la materia contable, la cual se refiere a la técnica, que 

sistemática y estructuralmente, produce información cuantitativa expresada en 

unidades monetarias, sobre las situaciones económicas identificables y 
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cuantificables que realiza una entidad, lo cual se logra a través de un proceso de 

captación de las operaciones que midan, clasifiquen, registren y resuman con 

claridad, tales aseveraciones.  

 
Ilustra lo anterior, la tesis aislada 1a. CXV/2004, emitida por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Novena Época, 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Diciembre de 

2004, página 372, con Registro digital 179802, de rubro y texto siguiente:  

 
PRUEBA PERICIAL CONTABLE. NO CONSTITUYE UN MEDIO IDÓNEO PARA 
ACREDITAR HECHOS FUTUROS O INCIERTOS. La contabilidad es una técnica 
que sistemática y estructuralmente produce información cuantitativa expresada en 
unidades monetarias, sobre las situaciones económicas identificables y cuantificables 
que realiza una entidad, lo cual se logra a través de un proceso de captación de las 
operaciones que cronológicamente mida, clasifique, registre y resuma con claridad. 
De lo anterior se desprende que la contabilidad se aboca a la captación de las 
operaciones efectuadas por una entidad, las cuales son analizadas, clasificadas y 
registradas, a fin de producir información, por lo que la contabilidad siempre es un 
registro histórico que, por sí misma, no anticipa eventos. En consecuencia, la prueba 
pericial en materia contable no constituye un medio probatorio idóneo para acreditar 
hechos futuros o inciertos (como lo es el efecto que deriva del establecimiento de un 
gravamen), ni para demostrar hechos que dependen de circunstancias ajenas a la 
propia empresa (como son las condiciones del mercado), apreciándose que la 
respuesta que llegue a dar el perito sobre dichas materias se aleja del conocimiento 
que corresponde a su oficio y se adentra en el terreno de las especulaciones, lo que 
implica que la referida pericial no arroja elementos objetivos que generen convicción 
en el juzgador. 
 

(Lo resaltado es nuestro) 

 
Por tanto, esta juzgadora desestima el valor probatorio de las 

respuestas dadas por el perito de la parte actora a las preguntas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 

9, 10, 11, 12, 13, 14 y 16. 

 
Es aplicable, la jurisprudencia VIII-J-1aS-78, emitida por la Primera 

Sección de la Sala Superior de este Tribunal, publicada en la revista que edita este 

órgano jurisdiccional, Octava Época, Año IV, número 37, agosto de 2019, página 37, 

que es del contenido siguiente: 

 
“CUESTIONARIOS PARA EL DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL.- DEBE 
DESCALIFICARSE DE PLANO SI NO CONTIENE PREGUNTAS RELATIVAS A LA 
MATERIA DE LA PRUEBA.- Tomando en consideración que la prueba pericial tiene 
como propósito auxiliar al juzgador sobre cuestiones que requieren conocimiento 
técnico, científico o artístico especializado, que no tiene un lego; los cuestionarios que 
formulen las partes para su desahogo deben versar sobre la materia de la prueba; 
por lo que deben desestimarse de plano aquellas preguntas que versen sobre puntos 
de derecho.”  
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Mientras que respecto de la valoración a la respuesta de la pregunta 

15, emitida por su perito, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 46, fracción 

III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, este órgano 

juzgador desestima su valor probatorio, porque del análisis a su respuesta se 

observa que el perito de la actora afirma que sí es procedente identificar el origen de 

los depósitos bancarios recibidos por el actor durante el ejercicio fiscal de 2017, 

observados por la autoridad la autoridad fiscalizadora, aparentemente de acuerdo 

con las facturas electrónicas y contratos; sin embargo, no se advierte que el perito 

de la actora hayan realizado un análisis y valoración a las pruebas documentales 

que obran dentro del expediente administrativo. 

 
En efecto, respecto de la respuesta a la pregunta 15 por parte del perito 

de la actora, se observa que ésta no está fundamentada técnicamente, pues no 

explica y justifica su respuesta, al no mencionar específicamente porqué considera 

que se identifica el origen y procedencia de los depósitos observados por la 

autoridad, no señala, la relación de cada uno de ellos con las respectivas cuentas 

bancarias y el contrato que los ampara, así como las fechas de los depósitos, sino 

que por el contrario, de forma dogmático y basada en meras apreciaciones 

subjetivas, señaló que si es procedente identificar el origen de los depósitos 

bancarios recibidos por el actor durante el ejercicio fiscal de 2017, observados por la 

autoridad la autoridad fiscalizadora, 

 
Por tanto, esta juzgadora desestima el valor probatorio de la 

respuesta dada por el perito del actor a la pregunta 15. 

 

En relación con lo anterior, resulta aplicable el precedente VIII-P-2aS-

99, sostenido por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, publicado en la revista de este órgano jurisdiccional, Octava 

Época. Año II. No. 12. Julio 2017. p. 89, de rubro y texto siguiente: 

 
PRUEBA PERICIAL CONTABLE.- REGLAS PARA SU VALORACIÓN.- Del artículo 
46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo con 
relación a los artículos 143 y 144 del Código Federal de Procedimientos Civiles, y en 
la Norma de Información Financiera A-1 se infiere que dicha prueba es la opinión 
técnica con relación a los registros de las operaciones que afectan económicamente 
a una entidad y que produce sistemática y estructuradamente información financiera. 
De ahí que la valoración de los dictámenes queda a la prudente apreciación del 
Órgano Jurisdiccional conforme a la sana crítica: reglas científicas, lógicas y a las 
máximas de la experiencia. Por tal motivo, y en términos de los criterios emitidos por 
el Poder Judicial de la Federación, al valorarse los dictámenes deberá tenerse en 
cuenta los aspectos siguientes: 1) No pueden referirse a cuestiones de derecho que 
corresponden exclusivamente al Juzgador, pues deben limitarse a los aspectos 
contables en controversia; 2) Deben limitarse al ámbito de las preguntas del 
cuestionario, razón por la cual no deberá considerarse ninguna opinión que lo 
desborde; 3) Deben confrontarse las respuestas de todos los peritos, y razonar por 
qué alguna o ninguna de ellas crean o no convicción al Juzgador, por ende no es 
válido resolver solo con la transcripción -digitalización- y valoración del dictamen del 
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perito tercero; 4) Deberá otorgárseles eficacia probatoria solo si están 
fundamentados técnicamente, es decir, si explican y justifican sus 
conclusiones en la tesitura de la sana crítica, de lo contrario se estará en 
presencia de un dictamen dogmático o basado en meras apreciaciones 
subjetivas; 5) El dictamen del perito tercero en discordia no tiene por objeto dirimir el 
diferendo de opinión de los peritos de la actora y la demandada, esto es, su función 
no es señalar los errores o aciertos de los dictámenes, ni indicar qué perito tiene la 
razón, pero, su coincidencia de sus conclusiones con las alcanzadas por alguno de 
los peritos de las partes sí es relevante para reforzar y confirmar la eficacia probatoria 
del dictamen del perito correspondiente. 
 

(Lo resaltado es nuestro) 

 

En este orden de ideas, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, esta 

Sala desestima el valor probatorio del dictamen pericial ofrecido y exhibido por 

la parte actora. 

 

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia VII-J-SS-174, emitida por el 

Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del entonces denominado, Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, visible en la Revista de este Tribunal, Séptima 

Época, Año V, número 43, febrero 2015, página 7, de rubro y texto siguiente:  

 
VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS PERICIALES.- QUEDA AL PRUDENTE 
ARBITRIO DEL JUZGADOR.- El artículo 46, fracción III de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que la valoración de la prueba 
pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente 
apreciación de la Sala; por su parte, el artículo 211 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, dispone que el valor de la prueba pericial quedará a la 
prudente apreciación del Tribunal. En consecuencia, aun cuando en el procedimiento 
contencioso administrativo se hubiere admitido la prueba pericial ofrecida por la 
actora y por su parte el perito de la demandada y el perito tercero en discordia 
hubieren formulado sus dictámenes correspondientes, la valoración de dicha 
probanza queda al prudente arbitrio del juzgador, atendiendo a la litis planteada y a 
los hechos que se pretendan demostrar con la misma que debe ser la idónea y versar 
sobre las cuestiones técnicas propias de la pericial de que se trate. 
 

(Lo resaltado es nuestro) 

 
De igual manera, sirve de sustento la jurisprudencia VII-J-2aS-41, 

sustentada por la Segunda Sección de la Sala Superior del entonces denominado 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, visible en la Revista de este 

Tribunal Séptima Época, Año III, número 27, Octubre 2013, página 108, de rubro y 

texto siguiente: 

 
PRUEBA PERICIAL.- SU VALORACIÓN QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO DEL 
JUZGADOR.- Con fundamento en el artículo 46, fracción II de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con el artículo 43 del mismo 
ordenamiento legal, la valoración de las pruebas queda al prudente arbitrio de las 
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Salas de este Tribunal Federal. Por tanto, si el juzgador debe valorar los dictámenes 
correspondientes a una prueba pericial que por su naturaleza versa sobre cuestiones 
técnicas, corresponderá a la Sala determinar su valor probatorio, no sólo en función 
de las respuestas que los peritos emitan sobre el cuestionario respectivo sino también 
en función de la adminiculación que haga en relación con las probanzas que obren 
en el expediente y en función de la interpretación que realice a los preceptos que 
resulten aplicables, lo cual corresponde exclusivamente realizarlo a dicho Órgano. 
 

(Lo resaltado es nuestro) 

 
De igual manera, no pasa desapercibido para este órgano jurisdiccional 

los argumentos planteados por el actor relativos a que la autoridad fiscalizadora 

sostiene que no se acredita la materialidad de las operaciones, sin que ninguno de 

los numérales citados le faculte expresamente para cuestionar la materialidad de los 

depósitos; sin embargo, a juicio de esta Sala es infundado dicho argumento, 

dado que como quedo precisado en líneas anteriores, el motivo bajo el cual la 

autoridad fiscalizadora sustentó su determinación, no fue por una falta de 

materialidad de las operaciones amparadas en los contratos exhibidos por la actora, 

sino el hecho de que a su consideración respecto de los depósitos en cantidad total 

de $69´692,951.50, efectuados en las cuentas bancarias del actor, no logró 

comprobar el origen y procedencia de los mismos, ya que en su mayoría 

provienen de depósitos en efectivo, por lo que no existe manera de vincularlos 

con dichos contratos. 

 
En este orden de ideas, esta Sala arriba a la conclusión de que en 

el caso resultan infundados los conceptos de impugnación en estudio, en el 

sentido de que la actora no desvirtuó la presunción de valor de actos o actividades 

por la cantidad total de $69´692,951.50 pesos, por concepto de “D) DE LOS DEMÁS 

INGRESOS” –visible de la página 83 a 131 de la resolución originalmente recurrida 

(fojas 198 a 222 del expediente en que se actúa)– determinada por la autoridad, con 

fundamento en el artículo 59, fracción III, tercer párrafo, del Código Fiscal de la 

Federación, los cuales se integran como a continuación se indica:  

 
“… 
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…” 
 
En virtud de que el actor no demostró el origen y procedencia de 

los depósitos observados por la autoridad fiscalizadora en la resolución 

originalmente recurrida, porque no existe manera de vincularlos con los 

documentos que exhibió, a saber:  

 

a) Contrato de depósito que celebró el 10 de enero de 2017 con ****** 

******* **** ******* por la cantidad de $6´127,585.38 (seis millones ciento veintisiete 

mil quinientos ochenta y cinco pesos 38/100 M.N.); b) Contrato de depósito que 

celebró el 10 de febrero de 2017 con ***** *** ********** **** ** **** por la cantidad de 

$26´340,000.00 (veintiséis millones trescientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.); c) 

Contrato de depósito en garantía que celebró el 01 de junio de 2017 con **** ******* 

**** ******* por la cantidad de $18´000,000.00 (dieciocho millones de pesos 00/100 

M.N.); d) Contrato de depósito en garantía que celebró el 06 de enero de 2017 con 

******* ******* ******* por la cantidad de $33´157,062.88 (treinta y tres millones ciento 

cincuenta y siete mil sesenta y dos pesos 88/100 M.N.); e) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 05 de abril de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad de 

$250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.); f) Contrato de muto sin 

interés que celebró el 28 de febrero de 2017 con ******** ***** ******* por la cantidad 

de $104,000.00 (ciento cuatro mil pesos 00/100 M.N.); y g) Devolución de la cantidad 

de $1,928,520.00 (un millón novecientos veintiocho mil quinientos veinte pesos 

00/100 M.N.), realizada el día 26 de mayo de 2017 por ******** ************** ** 

********** **** ** **** 

 

En consecuencia, resulta legal y ajustada a derecho la 

determinación de la autoridad demandada, en el Título del “Impuesto al Valor 

Agregado”, capítulo “A) VALOR DE ACTOS O ACTIVIDADES GRAVADOS A LA 

TASA DEL 16%”, sub capítulo “2. VALOR DE ACTOS O ACTIVIDADES GRAVADOS 

A LA TASA DEL 16% DETERMINADOS”, inciso “B) VALOR DE ACTOS O 
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ACTIVIDADES DETERMINADOS POR DEPÓSITOS BANCARIOS NO 

IDENTIFICADOS”. 

 
Bajo las relatadas consideraciones, subsiste la presunción de 

legalidad que la ley le concede a la resolución originalmente recurrida, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, por lo que es procedente reconocer su validez, en 

cuanto a dicho apartado corresponde, en términos de lo previsto en el diverso ordinal 

52, fracción I, del citado ordenamiento legal. 

 
Luego, conforme a lo establecido en la audiencia de fijación de litis 

de fecha 04 de junio de 2025, esta Sala procede a resolver si resulta o no 

procedente la corrección de situación fiscal realizada por el actor, mediante la 

presentación de declaraciones complementarias por corrección fiscal en materia del 

Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado con fecha de pago el día 11 

de abril de 2024, desde luego, en los términos en los que realizó dicha 

corrección el actor. 

 
En relación con la problemática planteada, se considera necesario 

establecer que el demandante sostiene esencialmente, que es ilegal la resolución 

originalmente recurrida, en virtud de que existe una incorrecta interpretación y 

aplicación por parte de la autoridad fiscalizadora de los artículos 1º, primer párrafo, 

fracción III, segundo, tercer y cuarto párrafos, 5-D, primero y segundo párrafos, 19, 

primer párrafo y 22, primer párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 

además de que en torno a la forma en que se apreciaron los hechos u omisiones 

revisados, la autoridad lo realizó de forma incorrecta, toda vez que rechaza la 

corrección fiscal presentada por él, porque supuestamente la corrección no se realizó 

en los términos correctos, sin que la autoridad especificara cuáles son los términos 

correctos. 

 
Sin embargo, expresa que demostró que se corrigió correctamente, en 

la substanciación del procedimiento de acuerdos conclusivos presentando 

declaraciones complementarias por corrección fiscal en corrección fiscal en materia 

del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado con fecha de pago el día 

11 de abril de 2024, lo que realizó previo a la notificación de la resolución 

originalmente recurrida, es decir, su corrección fiscal consistió en la presentación de 
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declaraciones complementarias y pago de los impuestos respectivos por corrección 

fiscal en materia del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, por 

depósitos no identificados anteriormente, las cuales se declararon bajo el régimen 

“de los demás ingresos”. 

 
Además, indica que la autoridad fiscalizadora nunca señaló la supuesta 

forma correcta por la que procedía la corrección, lo cual niega lisa y llanamente, por 

tanto, si él realizó la corrección de buena fe, ejerciendo su derecho antes de la 

emisión y notificación del crédito fiscal, en términos del artículo 2, fracción XIII, de la 

Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, es inconcuso que es ilegal que la 

autoridad fiscalizadora rechace la corrección fiscal que se llevó a cabo bajo el 

esquema de “otros ingresos”, máxime que los derechos no están a prueba.  

 
Argumenta que la corrección fiscal no se llevó a cabo vía el régimen de 

arrendamiento como así debió ser, pues los depósitos por los cuales se hizo la 

corrección fiscal de acuerdo con lo señalado por la autoridad fiscalizadora en el 

acuerdo conclusivo, era bajo el rubro de “otros ingresos”, por lo cual, no había razón 

para no considerar esa declaración por corrección fiscal, entonces, debió de 

considerar la misma y aplicar el numeral 16 de la Ley Federal de los Derechos del 

Contribuyente, que prevé el procedimiento para cuando el contribuyente corrige su 

situación fiscal, es decir, era necesario que se implementara el procedimiento 

previsto en dicho numeral lo cual no sucedió. 

 

De la lectura a los argumentos de impugnación antes sintetizados se 

advierte que el actor pretende acreditar que demostró que se corrigió correctamente 

mediante la presentación de declaraciones complementarias y pago de los 

impuestos respectivos por corrección fiscal en materia del Impuesto Sobre la Renta 

e Impuesto al Valor Agregado, por depósitos no identificados anteriormente, las 

cuales se declararon bajo el régimen “de los demás ingresos”; sin embargo, niega 

que la autoridad haya tomado en consideración dicha corrección. 

 

Ahora bien, para sustentar la conclusión a la cual habrá de arribar esta 

Sala, como punto de partida, esta Sala considera necesario establecer, en primer 

lugar, resulta necesario tener en cuenta que la corrección fiscal es un derecho que 

el legislador otorgó a los contribuyentes y se encuentra regulada en la Ley Federal 

de los Derechos del Contribuyente.  

 
Al respecto, es dable señalar que es derecho fue instituido con la 

finalidad de que los contribuyentes puedan regularizar su situación fiscal sin que les 
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resulte demasiado oneroso, redundando en un mejor cumplimiento de las 

obligaciones fiscales y en una eficiente recaudación.  

 
Lo anterior se corrobora del análisis que esta Sala al efecto realiza a 

la exposición de motivos que dio lugar al “Decreto por el que se expide la Ley Federal 

de los Derechos del Contribuyente”, publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 23 de junio de 2005, así como al dictamen de la cámara de origen de fecha 20 de 

abril de 2004, en que se expuso lo siguiente:  

 
“… 
Con lo anterior, se pretende que los contribuyentes puedan corregir su situación fiscal 
desde el inicio de las facultades de comprobación y hasta antes de la conclusión de 
las mismas, es decir, que no es necesaria la autorización por parte de las autoridades 
fiscales para acogerse a este beneficio, toda vez que los visitadores harán mención 
expresa en el acta respectiva del ejercicio de este derecho, así como de la declaración 
correspondiente que regularice la situación fiscal de los contribuyentes. 
… 
Se estima que este tipo de medidas, coadyuvarían a incrementar de manera notoria 
la recaudación, ya que muchos contribuyentes están esperando una oportunidad 
accesible que les permita auto corregirse sin tener que pagar los altísimos costos que 
hoy día representa omitir una contribución y que en muchos casos son de tal magnitud 
que aumentan hasta en mil por ciento la contribución omitida y paralizan la actividad 
económica del contribuyente. 
…” 

 
De ello, deriva en lo que al caso interesa, que el legislador consideró 

necesario regular la posibilidad de que los contribuyentes regularicen su situación 

fiscal desde el inicio de las facultades de comprobación y hasta antes de su 

conclusión mediante la corrección correspondiente, sin que requieran autorización 

por parte de las autoridades fiscales para acogerse a dicho beneficio, adquiriendo 

estas dos obligaciones: mencionar en forma expresa en el acta respectiva el ejercicio 

de ese derecho y realizar la declaración que corresponda en relación con la 

regularización de la situación fiscal de los contribuyentes. 

 
Bajo ese contexto, tenemos que el derecho de los contribuyentes a 

corregir su situación fiscal durante el ejercicio de facultades de comprobación por 

parte de las autoridades fiscales se encuentra en contenido en los artículos 2o, 

fracción XIII, 13, 14, 15 y 16, de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, 

cuyo texto es el siguiente:  

 
“Artículo 2o.- Son derechos generales de los contribuyentes los siguientes: 
… 
XIII. Derecho a corregir su situación fiscal con motivo del ejercicio de las facultades 
de comprobación que lleven a cabo las autoridades fiscales. 
…” 
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“Artículo 13.- Cuando las autoridades fiscales ejerzan sus facultades para 
comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales previstas en las fracciones II 
y III del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, deberán informar al 
contribuyente con el primer acto que implique el inicio de esas facultades, el derecho 
que tiene para corregir su situación fiscal y los beneficios de ejercer el derecho 
mencionado.” 
 
“Artículo 14.- Para los efectos de lo dispuesto en la fracción XIII del artículo 2o. de 
la presente Ley, los contribuyentes tendrán derecho a corregir su situación fiscal en 
las distintas contribuciones objeto de la revisión, mediante la presentación de la 
declaración normal o complementaria que, en su caso, corresponda, de conformidad 
con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Federación. 
 
Los contribuyentes podrán corregir su situación fiscal a partir del momento en el que 
se dé inicio al ejercicio de las facultades de comprobación y hasta antes de que se 
les notifique la resolución que determine el monto de las contribuciones omitidas. El 
ejercicio de este derecho no está sujeto a autorización de la autoridad fiscal.” 
 
“Artículo 15.- Los contribuyentes deberán entregar a la autoridad revisora, una copia 
de la declaración de corrección que hayan presentado. Dicha situación deberá ser 
consignada en una acta parcial cuando se trate de visitas domiciliarias; en los demás 
casos, incluso cuando haya concluido una visita domiciliaria, la autoridad revisora en 
un plazo máximo de diez días contados a partir de la entrega, deberá comunicar al 
contribuyente mediante oficio haber recibido la declaración de corrección, sin que 
dicha comunicación implique la aceptación de la corrección presentada por el 
contribuyente.” 
 
“Artículo 16.- Cuando durante el ejercicio de las facultades de comprobación de las 
autoridades fiscales, los contribuyentes corrijan su situación fiscal y haya transcurrido 
al menos, un plazo de tres meses contados a partir del inicio del ejercicio de dichas 
facultades, se dará por concluida la visita domiciliaria o la revisión de que se trate, si 
a juicio de las autoridades fiscales y conforme a la investigación realizada, se 
desprende que el contribuyente ha corregido en su totalidad las obligaciones fiscales 
por las que se ejercieron las facultades de comprobación y por el período objeto de 
revisión. En el supuesto mencionado, se hará constar la corrección fiscal mediante 
oficio que se hará del conocimiento del contribuyente y la conclusión de la visita 
domiciliaria o revisión de que se trate. 
 
Cuando los contribuyentes corrijan su situación fiscal con posterioridad a la 
conclusión del ejercicio de las facultades de comprobación y las autoridades fiscales 
verifiquen que el contribuyente ha corregido en su totalidad las obligaciones fiscales 
que se conocieron con motivo del ejercicio de las facultades mencionadas, se deberá 
comunicar al contribuyente mediante oficio dicha situación, en el plazo de un mes 
contado a partir de la fecha en que la autoridad fiscal haya recibido la declaración de 
corrección fiscal. 
 
Cuando los contribuyentes presenten la declaración de corrección fiscal con 
posterioridad a la conclusión del ejercicio de las facultades de comprobación y hayan 
trascurrido al menos cinco meses del plazo a que se refiere el artículo 18 de este 
ordenamiento, sin que las autoridades fiscales hayan emitido la resolución que 
determine las contribuciones omitidas, dichas autoridades contarán con un plazo de 
un mes, adicional al previsto en el numeral mencionado, y contado a partir de la fecha 
en que los contribuyentes presenten la declaración de referencia para llevar a cabo 
la determinación de contribuciones omitidas que, en su caso, proceda. 
 
No se podrán determinar nuevas omisiones de las contribuciones revisadas durante 
el periodo objeto del ejercicio de las facultades de comprobación, salvo cuando se 
comprueben hechos diferentes. La comprobación de hechos diferentes deberá estar 
sustentada en información, datos o documentos de terceros o en la revisión de 
conceptos específicos que no se hayan revisado con anterioridad. 
 
Si con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación se conocen hechos que 
puedan dar lugar a la determinación de contribuciones mayores a las corregidas por 
el contribuyente o contribuciones objeto de la revisión por las que no se corrigió el 
contribuyente, los visitadores o, en su caso, las autoridades fiscales, deberán 
continuar con la visita domiciliaria o con la revisión prevista en el artículo 48 del 
Código Fiscal de la Federación, hasta su conclusión. 
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Cuando el contribuyente, en los términos del párrafo anterior, no corrija totalmente su 
situación fiscal, las autoridades fiscales emitirán la resolución que determine las 
contribuciones omitidas, de conformidad con el procedimiento establecido en el 
Código Fiscal de la Federación.” 
 
“Artículo 17.- Los contribuyentes que corrijan su situación fiscal, pagarán una multa 
equivalente al 20% de las contribuciones omitidas, cuando el infractor las pague junto 
con sus accesorios después de que se inicie el ejercicio de las facultades de 
comprobación de las autoridades fiscales y hasta antes de que se le notifique el acta 
final de la visita domiciliaria o el oficio de observaciones a que se refiere la fracción 
VI del artículo 48 del Código Fiscal de la Federación, según sea el caso. 
 
Si el infractor paga las contribuciones omitidas junto con sus accesorios, después de 
que se notifique el acta final de la visita domiciliaria o el oficio de observaciones, según 
sea el caso, pero antes de la notificación de la resolución que determine el monto de 
las contribuciones omitidas, pagará una multa equivalente al 30% de las 
contribuciones omitidas. 
 
Así mismo, podrán efectuar el pago en parcialidades de conformidad con lo dispuesto 
en el Código Fiscal de la Federación, siempre que esté garantizado el interés fiscal.” 

 
Del análisis conjunto a las disposiciones legales transcritas con 

antelación se advierte, que los contribuyentes tienen reconocido el derecho 

general a corregir su situación fiscal cuando las autoridades ejercen facultades 

de comprobación. Este derecho se considera una garantía de autodeterminación 

tributaria y forma parte de una relación cooperativa entre el contribuyente y la 

autoridad. 

 
Asimismo, se desprende que cuando la autoridad fiscal inicie el 

ejercicio de sus facultades de comprobación, ya sea a través de una visita 

domiciliaria o revisión de gabinete, debe informar expresamente al contribuyente: 1. 

Que puede corregir su situación fiscal; y 2. Los beneficios de hacerlo (como evitar 

sanciones mayores o procedimientos más gravosos), cuyo aviso refuerza la 

transparencia del procedimiento y el acceso efectivo a derechos. 

 
De igual manera, se prevé que el contribuyente puede ejercer ese 

derecho mediante la presentación de declaraciones normales o complementarias, a 

partir del inicio del ejercicio de facultades de comprobación y hasta antes de que se 

notifique la resolución determinante de créditos fiscales, sin necesidad de 

autorización de la autoridad fiscal. Lo cual evidentemente promueve una solución 

anticipada y menos conflictiva del incumplimiento, y reduce costos tanto para el 

contribuyente como para el Estado. 

 
En este sentido, el contribuyente debe entregar copia de la declaración 

de corrección a la autoridad revisora, lo cual en los casos de las visitas domiciliarias 



43/25-ERF-01-8. 
 

Página 96 de 110 
 

se hará constar a través del levantamiento de un acta parcial, mientras que en los 

demás casos la autoridad debe acusar recibo de la declaración en un plazo máximo 

de 10 días, sin que ello implique aceptación de la corrección.  

 
También tenemos que el artículo 16 establece los efectos de la 

corrección fiscal, a saber,: a) durante el ejercicio de la revisión: si hubieran 

transcurrido al menos 3 meses desde el inicio y la autoridad concluye que el 

contribuyente ha corregido totalmente su situación, la revisión se da por concluida 

mediante oficio. Lo cual permite una salida anticipada del procedimiento, desde 

luego, siempre y cuando la corrección sea total y efectiva; b) después de concluir la 

revisión: si el contribuyente corrige posteriormente, y la autoridad verifica que la 

corrección es total, debe notificarlo en un mes desde la recepción de la declaración; 

y c) si la corrección es tardía y no se ha emitido resolución: si el contribuyente exhibe 

la declaración de corrección con posterioridad al ejercicio de las facultades de 

comprobación y hubieran transcurrido cuando menos 5 meses del plazo con que 

cuenta la autoridad para emitir resolución determinante de las contribuciones 

omitidas, entonces, la autoridad contará con un mes adicional para llevar a cabo la 

determinación que, en su caso proceda. 

 
Por otra parte, se establecen límites a la actuación de la autoridad fiscal 

durante el ejercicio de facultades de comprobación, consistentes en que no se 

pueden determinar nuevas omisiones sobre los mismos conceptos y periodos 

revisados, salvo que haya hechos nuevos, debidamente sustentados (documentos 

de terceros, nuevas áreas no revisadas, etc.), y si la corrección es parcial o hay 

omisiones mayores, la autoridad debe continuar el procedimiento hasta emitir la 

resolución determinante. 

 
Finalmente, el artículo 17 establece otro de los beneficios que resultan 

de ejercer el derecho a la corrección fiscal, consistente en la disminución del monto 

de las multas aplicables por contribuciones omitidas a un veinte o un treinta por 

ciento, según sea el caso. 

 
Bajo esas consideraciones, es válido sostener que el legislador 

otorgó al contribuyente el derecho a corregir su situación fiscal, el cual, una vez 

ejercido puede dar lugar al nacimiento de dos derechos más: el primero, a la 

terminación anticipada del ejercicio de las facultades de comprobación y, el 

segundo, a la disminución del monto de las multas aplicables por contribuciones 

omitidas a un veinte o un treinta por ciento, según sea el caso. 
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El derecho a que se termine anticipadamente el ejercicio de las 

facultades de comprobación encuentra su razón de ser en que si la autoridad 

considera que la situación fiscal del contribuyente por el período sujeto a revisión fue 

regularizada y, en consecuencia, no existen adeudos pendientes con el fisco, 

entonces carece de sentido continuar la intervención en el domicilio o en los papeles, 

documentos e información del contribuyente. 

 
Mientras que el derecho a la disminución considerable en el monto 

de las multas obedece, como se estableció en la exposición de motivos de la ley, a 

la necesidad de eficientar la recaudación incentivando a los contribuyentes a pagar 

sus adeudos, sin la carga onerosa que representan las sanciones pecuniarias 

establecidas en la legislación fiscal. 

 
Sin embargo, el legislador sujetó el nacimiento de esos derechos a 

la condición de que la autoridad fiscal compruebe que efectivamente con la 

corrección fiscal se regularizó la situación del contribuyente, esto es, que cubrió 

todas las cantidades que adeudaba, lo que resulta lógico si se toma en cuenta que 

uno de los propósitos perseguidos con la regulación del derecho a la corrección fiscal 

es precisamente que se eficiente la recaudación fiscal y que los contribuyentes 

paguen lo debido. 

 
Como consecuencia lógica de que la corrección no se realice 

correctamente o en forma total, el legislador también estableció que las autoridades 

podrán seguir ejerciendo sus facultades hasta su terminación y, además, deben 

emitir resolución determinante de las contribuciones omitidas en los términos 

previstos por el Código Fiscal de la Federación. Esto es, también reguló que la no 

corrección total de la situación fiscal implica que el contribuyente no se haga 

acreedor a los derechos a que se refieren los artículos 16 y 17 de la Ley Federal 

de los Derechos del Contribuyente. 

 
En consecuencia, de una interpretación armónica, sistemática y 

funcional a los artículos 2o, fracción XIII, 13, 14, 15 y 16, de la Ley Federal de los 

Derechos del Contribuyente, disposiciones vigentes para el ejercicio fiscal de 2017, 

este órgano jurisdiccional arriba a la conclusión de que si bien es cierto, el 

legislador otorgó a los contribuyentes el derecho a corregir su situación fiscal 
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cuando sean sujetos del ejercicio de facultades de comprobación por parte de las 

autoridades fiscales.  

 
Sin embargo, ese derecho debe ejercerse en los términos establecidos 

en la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente cuando la autoridad exactora, 

con motivo de sus facultades de comprobación, a saber, cuando el contribuyente 

decida ejercer su derecho a corregir su situación fiscal, deberá hacerlo mediante la 

presentación de declaraciones normales o complementarias, a partir del inicio 

del ejercicio de facultades de comprobación y hasta antes de que se notifique la 

resolución determinante de créditos fiscales, y deberá de entregar copia de la 

declaración de corrección a la autoridad revisora, pues sólo así la autoridad 

hacendaria se encontrará en la posibilidad de verificar que la autocorrección 

pretendida por el contribuyente fiscalizado es o no correcta, lo que deberá hacer 

antes de emitir la resolución correspondiente.  

 
De tal suerte que si el contribuyente no entrega a la autoridad 

fiscalizadora, con la oportunidad y en la forma establecida en la Ley, la copia de la 

o las declaraciones de corrección que haya presentado, luego entonces, dichas 

declaraciones no resultan procedente, en razón de que al no tenerlas a la vista la 

autoridad fiscalizadora, no tuvo la oportunidad de emitir el pronunciamiento 

respectivo. 

 
Lo cual tiene lógica, de acuerdo con las garantías de seguridad y 

certeza jurídicas, pues sólo en la medida en que la autoridad tenga por recibida la 

declaración el contribuyente adquiere la certeza de que conocerá que optó por 

regularizar su situación fiscal y, por tanto, que será tomada en cuenta para definir si 

se hace o no acreedor a los beneficios que correspondan. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior, por contener similar criterio, pero bajo 

diferentes razonamientos, la tesis aislada III.5o.A.20 A (10a.), emitida por el Quinto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, publicada en la 

Décima Época, en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 31, Junio 

de 2016, Tomo IV, página 2895, con Registro digital 2011918, de rubro y texto 

siguiente:  

 

DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE. EL EJERCICIO DE LA PRERROGATIVA 
QUE LOS ARTÍCULOS 14 Y 15 DE LA LEY RELATIVA CONFIEREN A LOS 
PARTICULARES, DE CORREGIR SU SITUACIÓN FISCAL UNA VEZ INICIADO EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, REQUIERE QUE 
ÉSTOS ENTREGUEN A LA AUTORIDAD UNA COPIA DE LA DECLARACIÓN 
QUE, EN SU CASO, HAYAN PRESENTADO ANTES DE NOTIFICARLE LA 
RESOLUCIÓN DETERMINANTE. El artículo 14 de la Ley Federal de los Derechos 
del Contribuyente establece la prerrogativa de los particulares de corregir su situación 
fiscal en las distintas contribuciones objeto de alguna revisión, mediante la 
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presentación de una declaración normal o complementaria, a partir del momento en 
que inicie el ejercicio de facultades de comprobación y hasta antes de que se les 
notifique la resolución que determine el monto de las contribuciones omitidas. Por su 
parte, el numeral 15 del propio ordenamiento precisa que el contribuyente deberá 
entregar a la autoridad revisora, una copia de la declaración de corrección que haya 
presentado, a fin de que dicha situación se consigne en un acta parcial cuando se 
trate de visitas domiciliarias; en los demás casos, incluso cuando haya concluido la 
visita, la autoridad revisora, en un plazo máximo de diez días contados a partir de la 
entrega, deberá comunicar al contribuyente, mediante oficio, haber recibido dicha 
declaración, sin que esa comunicación implique la aceptación de la corrección 
presentada por el contribuyente. En estas condiciones, si éste presenta su 
declaración complementaria, con la cual, intenta corregir su situación fiscal, mediante 
el portal de Internet del Servicio de Administración Tributaria, dentro del lapso aludido, 
debe entregar copia de ésta a la fiscalizadora antes de que se le notifique la resolución 
determinante pues, de no hacerlo, pierde el derecho a que dicha declaración de 
corrección sea examinada por la autoridad hacendaria en la resolución 
correspondiente, así como por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
en el consecuente juicio contencioso administrativo que contra ésta se interponga. 

 
Máxime que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación al resolver la contradicción de tesis 528/2012, sostuvo que en los juicios 

contenciosos administrativos, como el que nos ocupa, no pueden ser ofrecidas y 

valoradas las pruebas que la persona particular actora no haya presentado en el 

procedimiento de origen, estando obligada a ello y en posibilidad legal de hacerlo, 

porque no sería jurídicamente válido declarar la nulidad de la resolución impugnada 

con base en pruebas que la autoridad demandada no haya podido examinar para 

resolver el asunto sometido a su jurisdicción. 

 
Dicho criterio dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 73/2013 (10a.), 

publicada en la Décima Época, en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Libro XXII, Julio de 2013, Tomo 1, página 917, con Registro digital 2004012, 

de rubro y texto siguiente:  

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA 
QUE LO RIGE, NO IMPLICA PARA EL ACTOR UNA NUEVA OPORTUNIDAD DE 
OFRECER LAS PRUEBAS QUE, CONFORME A LA LEY, DEBIÓ EXHIBIR EN EL 
PROCEDIMIENTO DE ORIGEN O EN EL RECURSO ADMINISTRATIVO 
PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD LEGAL DE HACERLO 
[MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001 (*)]. Esta Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación modifica la jurisprudencia referida, al 
considerar que el principio de litis abierta derivado del artículo 1o. de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo cobra aplicación únicamente cuando la 
resolución dictada en un procedimiento administrativo se impugna a través del 
recurso administrativo procedente, antes de acudir ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, y se traduce en la posibilidad para el actor de formular 
conceptos de impugnación no expresados en el recurso, pero tal prerrogativa no 
implica la oportunidad de exhibir en juicio los medios de prueba que, conforme a la 
ley, debió presentar en el procedimiento administrativo de origen o en el recurso 
administrativo respectivo para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por la 
autoridad administrativa, estando en posibilidad legal de hacerlo. De haber sido esa 
la intención del legislador, así lo habría señalado expresamente, como lo hizo 
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tratándose del recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación 
en el que, por excepción, se concede al contribuyente el derecho de ofrecer las 
pruebas que por cualquier motivo no exhibió ante la autoridad fiscalizadora, para 
procurar la solución de las controversias fiscales en sede administrativa con la mayor 
celeridad posible y evitar su impugnación en sede jurisdiccional, esto porque la 
autoridad administrativa puede ejercer cualquiera de las acciones inherentes a sus 
facultades de comprobación y supervisión, como lo es, entre otras, solicitar 
información a terceros para compulsarla con la proporcionada por el recurrente o 
revisar los dictámenes emitidos por los contadores públicos autorizados, lo que 
supone contar con la competencia legal necesaria y los elementos humanos y 
materiales que son propios de la administración pública. Por tanto, tal prerrogativa no 
puede entenderse extendida al juicio contencioso administrativo, pues no sería 
jurídicamente válido declarar la nulidad de la resolución impugnada con base en el 
análisis de pruebas que el particular no presentó en el procedimiento de origen o en 
el recurso administrativo, estando obligado a ello y en posibilidad legal de hacerlo, 
como lo prescribe el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al indicar que los gobernados deben conservar la documentación 
indispensable para demostrar el cumplimiento de las disposiciones fiscales y exhibirla 
cuando sea requerida por la autoridad administrativa en ejercicio de sus facultades 
de comprobación. Estimar lo contrario significaría sostener que el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa puede sustituirse en las facultades propias de la 
autoridad fiscal y declarar la nulidad de sus actos por causas atribuibles al particular. 

 
Una vez precisados los requisitos para que se procedente la 

autocorrección fiscal realizada por el actor durante el ejercicio de facultades de 

comprobación que dio origen a la resolución originalmente recurrida, esta Sala debe 

procede a analizar si en el caso concreto, la parte actora cumplió con ellos.  

 
En esa línea argumentativa, se debe señalar que del análisis y 

valoración a los diversos medios de convicción ofrecidos por la actora en el presente 

juicio, los cuales fueron exhibidos durante el procedimiento fiscalizador (que dio 

origen a la resolución originalmente recurrida), así como en el recurso de revocación 

(que dio origen la resolución impugnada), a juicio de esta Sala destacan como 

pruebas los acuses, declaraciones complementarias por corrección fiscal y recibos 

de pago de contribuciones correspondientes a los periodos de enero, febrero, marzo, 

abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2017, 

respecto del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, presentadas 

por la actora. 

 
Visibles a fojas 389 a 430 del Tomo I del expediente administrativo que 

dio origen a la resolución originalmente recurrida, que obra como anexo al juicio 

principal, y que dada su voluminosidad, a manera de ejemplo se digitaliza la 

declaración complementaria por corrección fiscal del Impuesto Sobre la Renta e 

Impuesto al Valor Agregado por el periodo de enero de 2017: 

 
“…Impuesto Sobre la Renta 
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…” 
 
“…Impuesto al Valor Agregado 
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…” 
 

Pruebas a las que se concede valor probatorio pleno con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con lo dispuesto en el artículo 

210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles, y de los numerales 17-D, 

párrafos tercero y cuarto, 17-E, 28, primer párrafo, fracción I, inciso A y 63, cuarto 

párrafo, del Código Fiscal de la Federación y 33, inciso A, fracción III, del Reglamento 

del Código Fiscal de la Federación, ambos vigentes para el ejercicio fiscal 2017. 

 

Documentos de los cuales se advierte que con fechas 10 y 11 de abril 

de 2024, la actora presentó declaraciones complementarias por corrección fiscal del 

Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, de los periodos de enero, 

febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y 

diciembre de 2017, las cuales hizo del conocimiento de la autoridad fiscalizadora 

previo a la emisión de resolución determinante del crédito fiscal originalmente 
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recurrida, contenida en el oficio número *************************** de fecha ** ** ****** 

** ****. 

 

De tal suerte que si el actor ejerció su derecho a corregir su situación 

fiscal durante el procedimiento de fiscalización del que fue sujeto, y al efecto, cumplió 

con los requisitos establecidos en la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, 

para que la autoridad fiscalizadora se encontrará en la posibilidad de verificar que la 

autocorrección pretendida era o no correcta, pues presentó declaraciones 

complementarias antes de que se notificara la resolución determinante, y al efecto, 

las hizo del conocimiento de la autoridad revisora, luego entonces, es inconcuso 

que en el caso concreto si resulta procedente la corrección de situación fiscal 

realizada por el actor, sin que ello implique que la corrección efectuada por el 

actor deba ser aceptada por la autoridad fiscalizadora. 

 

Dicho de otra manera, en el caso concreto ha quedado acreditado por 

el actor que presentó ante la autoridad fiscalizadora su corrección fiscal, por lo que 

esta debía ser analizada y valorada por ella al emitir la resolución determinante del 

crédito. 

 

En este sentido, del análisis y valoración que esta Sala realiza a la 

resolución originalmente recurrida, se advierte que la autoridad fiscalizadora 

determinó durante la substanciación del procedimiento de acuerdos conclusivos, que 

derivado del análisis a las documentales consistentes en acuse, declaración 

complementaria por corrección fiscal para efectos del Impuesto Sobre la Renta e 

Impuesto al Valor Agregado y el comprobante de pago, correspondientes a los 

meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, 

noviembre y diciembre del ejercicio 2017, papeles de trabajo denominados 

"RELACION DE PAGOS COMPLEMENTARIOS DEL EJERCICIO 2017", 

"CÁLCULO DEL EJERCICIO 2017 ISR POR ARRENDAMIENTO DE BIENES 

INMUEBLES", "CALCULO DEL EJERCICIO 2017 IVA POR ARRENDAMIENTO DE 

BIENES INMUEBLES", "RELACION DE ARRENDAMIENTO PARA REALIZAR LA 

AUTOCORRECCION DEL EJERCICIO 2017 DEL C. ****** ******* **** *******", 

"RESUMEN DE PAGOS COMPLEMENTARIOS LIC. ****** ******* **** ******* 

REVISION EJERCICIO 2017" y Papel de trabajo en el que se aprecia la RELACIÓN 
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DE LAS DECLARACIONES DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EL IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO CON LOS INGRESOS, EL IMPUESTO AL VALOR 

AGREGADO TRASLADADO, RETENIDO Y PAGADO; observó que el contribuyente 

busco la corrección fiscal únicamente por los depósitos bancarios en cantidad de 

$811,004.59 los cuales manifiesto que son por concepto de arrendamiento por 

el ejercicio 2017 y los cuales no habían sido enterados. 

 

Sin embargo, la autoridad resolvió que el actor en ninguna parte de 

dichos documentos relacionó la vinculación de los depósitos bancarios con algún 

comprobante fiscal digital por internet o alguna otra documentación que demostrara 

que efectivamente correspondía a ingresos por arrendamiento, esto es, el actor no 

proporcionó elementos que sustentaran que los depósitos bancarios en 

cantidad de $811,004.59 fueron obtenidos por otorgar el uso o goce temporal 

de bienes inmuebles correspondientes al ejercicio fiscal comprendido del 01 

de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2017, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 114 primer párrafo, fracción I y último párrafo de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta vigente en 2017 y de conformidad con lo establecido en el artículo l 

primer párrafo fracción III, segundo, tercer y cuarto párrafos, 5-D primero y segundo 

párrafos y 19 primer párrafo, 22, primer párrafo de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado vigente en 2017. 

 

Además, señaló que únicamente se observaron para efectos de 

Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado los depósitos bancarios no 

identificados en cantidad de $69'692,951.50, de los cuales se desconoce su 

origen, toda vez que no se logró identificar con documentación comprobatoria, 

razón por la cual fue errónea esa autodeterminación realizada por el actor.  

 

De manera que, si bien es cierto resultaba procedente la corrección 

fiscal presentada por el actor durante el procedimiento de fiscalización, ello no se 

traduce en que ésta haya sido correcta, ni aceptada por la autoridad fiscalizadora, 

pues de acuerdo con los razonamientos vertidos por la autoridad fiscalizadora, la 

corrección fiscal presentada por el actor resultaba insuficiente para considerar que 

corrigió correctamente su situación fiscal, dado que no aclaró origen y 

procedencia de los depósitos bancarios recibidos durante el ejercicio fiscal de 

2017, en cantidad total de $69´692,951.50, efectuados en las cuentas bancarias: 

a) cuenta de cheques número **********, abierta en la institución financiera **** 

********* ****, en cantidad de $291,065.37; b) cuenta de cheques número *** ******* 

contrato *********, abierta en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en 

cantidad de $41´896,644.15; c) cuenta de cheques número *** ****** contrato ** 
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*******, abierta en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en cantidad de 

$27´025,241.98; y d) cuenta de cheques número **** **** contrato **********, abierta 

en la institución financiera ***** ******** ** ******* ***., en cantidad de $480,000.00, a 

su nombre.  

 

Circunstancia que resulta correcta, pues hasta este punto, el actor 

no ha logrado demostrar en el presente juicio el origen y procedencia de los 

mismos. 

 

En este orden de ideas, a juicio de esta Sala resulta infundados los 

argumentos de anulación planteados por el actor respeto de la corrección fiscal 

que presento. 

 

Primero, porque contrario a lo que sostiene, la autoridad fiscalizadora 

sí analizó y valoró su corrección fiscal; sin embargo, ésta resolvió que ella no 

resultaba suficiente para considerar que efectivamente regularizó su situación fiscal, 

por lo que continuaba sin aclarar el origen de los depósitos bancarios observados. 

 

Así como también es infundado el argumento en el que sostiene 

que la autoridad rechaza la corrección fiscal presentada por él, porque 

supuestamente la corrección no se realizó en los términos correctos, sin que la 

autoridad especificara cuáles son los términos correctos, ya que la autoridad sí 

señaló que los términos correctos eran el aclarar el origen y procedencia de los 

depósitos bancarios observados. 

 

De igual forma, respecto a que su corrección fiscal consistió en la 

presentación de declaraciones complementarias y pago de los impuestos 

respectivos por corrección fiscal en materia del Impuesto Sobre la Renta e Impuesto 

al Valor Agregado, por depósitos no identificados anteriormente, las cuales se 

declararon bajo el régimen “de los demás ingresos”, es infundado, pues como bien 

lo señaló la autoridad fiscalizadora, del análisis y valoración a los papeles de trabajo 

denominados "RELACION DE PAGOS COMPLEMENTARIOS DEL EJERCICIO 

2017", "CÁLCULO DEL EJERCICIO 2017 ISR POR ARRENDAMIENTO DE BIENES 

INMUEBLES", "CALCULO DEL EJERCICIO 2017 IVA POR ARRENDAMIENTO DE 
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BIENES INMUEBLES", "RELACION DE ARRENDAMIENTO PARA REALIZAR LA 

AUTOCORRECCION DEL EJERCICIO 2017 DEL C. ****** ******* **** *******", 

"RESUMEN DE PAGOS COMPLEMENTARIOS LIC. ****** ******* **** ******* 

REVISION EJERCICIO 2017" y Papel de trabajo en el que se aprecia la RELACIÓN 

DE LAS DECLARACIONES DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EL IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO CON LOS INGRESOS, EL IMPUESTO AL VALOR 

AGREGADO TRASLADADO, RETENIDO Y PAGADO, visibles a fojas 385 a 388 del 

Tomo I del expediente administrativo que dio origen a la resolución originalmente 

recurrida, que obra como anexo al juicio principal. 

 

Se advierte que el actor manifestó que son por concepto de 

arrendamiento por el ejercicio 2017 y los cuales no habían sido enterados, no 

como lo pretende ahora sostener en el juicio, como “demás ingresos”, de ahí que 

resulte correcto que la autoridad fiscalizadora rechace su corrección fiscal. 

 

Por último, es infundado lo aducido por el actor, en donde señala 

que la autoridad fiscalizadora debió de considerar la misma y aplicar el numeral 16 

de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, que prevé el procedimiento 

para cuando el contribuyente corrige su situación fiscal, es decir, era necesario que 

se implementara el procedimiento previsto en dicho numeral lo cual no sucedió; sin 

embargo, como ha quedado establecido por esta Sala, el artículo 16 de la Ley 

Federal de los Derechos del Contribuyente únicamente prevé los efectos de la 

corrección fiscal, a saber,: a) durante el ejercicio de la revisión: b) después de 

concluir la revisión: y c) si la corrección es tardía y no se ha emitido resolución, así 

como establece límites a la actuación de la autoridad fiscal durante el ejercicio de 

facultades de comprobación. Por lo que a juicio de esta Sala no existe ningún 

incumplimiento a dicho precepto por parte de la autoridad fiscalizadora.  

 

Bajo esas consideraciones, esta Sala concluye que lo resuelto por la 

autoridad al emitir la resolución originalmente recurrida fue correcto y, por vía de 

consecuencia, se encuentra debidamente fundada y motivada. 

 

En tales condiciones, toda vez que ninguno de los argumentos del 

actor resultó fundado y eficaz para acreditar los extremos de su pretensión, 

subsiste la presunción de legalidad que la ley le concede a la resolución 

impugnada, así como a la originalmente recurrida de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, por lo que es procedente reconocer su validez, en términos de 

lo previsto en el diverso ordinal 52, fracción I, del citado ordenamiento legal. 
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Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo establecido por 

los artículos 49, 50 y 58-28, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, es de resolverse y se resuelve: 

 

I.- Ha resultado procedente el presente juicio de nulidad, en el que la 

parte actora no acreditó los extremos de su pretensión, en consecuencia; 

 

II.- Se reconoce la validez de la resolución impugnada, así como 

de la originalmente recurrida, mismas que han quedado debidamente precisadas 

en el Resultando 1 de este fallo. 

 

III.- NOTIFÍQUESE POR BOLETÍN JURISDICCIONAL A LAS 

PARTES. 

 

Así lo resolvieron y firman, los integrantes de la Sala Especializada en 

materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo: Magistrado FRANCISCO 

JAVIER MARÍN SARABIA, Titular de la Primera Ponencia; Magistrado AXEEL 

MIGUEL ARANA CASTAÑOS, Titular de la Segunda Ponencia e Instructor en este 

juicio; así como la Licenciada MARÍA MAGDALENA DÍAZ ZAVALA, en suplencia 

por ausencia del Magistrado Titular de la Tercera Ponencia, con fundamento en lo 

dispuesto por el artículo 48, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, y en términos de los numerales Primero y Segundo, del 

Acuerdo G/JGA/16/2025 de fecha 20 de mayo de 2025, dictado por la Junta de 

Gobierno y Administración de este Tribunal, quien funge además como Presidenta 

de la Sala; ante el Secretario de Acuerdos, Licenciado ISRAEL ROBERTO 

SÁNCHEZ GÓMEZ, que actúa y da fe. 

 
 
 
 
 

_________________________________ 
FRANCISCO JAVIER MARÍN SARABIA. 

Magistrado Titular de la Ponencia I. 
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________________________________ 
AXEEL MIGUEL ARANA CASTAÑOS. 

Magistrado Titular de la Ponencia II. 
 
 
 
 
 

_____________________________________ 
MARÍA MAGDALENA DÍAZ ZAVALA. 

En suplencia por ausencia del Magistrado Titular de la Ponencia III 
y Presidenta de la Sala. 

 
 
 
 
 

____________________________________ 
ISRAEL ROBERTO SÁNCHEZ GÓMEZ. 

Secretario de Acuerdos.  
 

 

 

“El tres de febrero de 2026, de dos mil veintiséis, la licenciada Liliana Nuño Palacios, 

Secretaria de acuerdos con adscripción en Sala Especializada en Materia del Juicio 

de Resolución Exclusiva de Fondo, hago constar y certifico que en términos de lo 

previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y cuarto de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión pública 

suprime toda aquella información considerada legalmente como confidencial, por 

tratarse de nombres de personas físicas y morales, de instituciones bancarias, número 

de cuentas bancarias, datos de la resolución impugnada, etc. Conste.” 

 
 


